
CONTENIDO 

Doctrina: 

La República Dominicana 
y la Política Exterior. 

Propue~tas para la Adopción 
de un Plan de Acción 
para el Mejoramiento de la 
Administración en la 
República Dominicana. 

Jurisprudencia: 

Acción "ut singuli".- Naturaleza 
S.C.J. 3 mayo 1985, B.J. 894, 
pág.1045 

Año V 

DOCTRINA 
La RepúbUca Dominicana 

y la Política Exterior 

Dr. Luis Arias* 

l. DISPOSICIONES CONSTITUCIONALES VIGENTES REFE­

RENTES · A LA ADMINISTRACION DE LA POLITICA 

EXTERIOR 

La Constitución Dominicana vigente, en lo referente a la 

administración dé la política exterior, involucra exclusivamente 

a los Organos Ejecutivo y Legislativo. 

El Poder Ejecutivo 

El Poder Ejecutivo se ejerce en República Dominicana por el 

Presidente de la República, quien es elegido cada cuatro años. 

*) Profesor del Departamento de Ciencias Jurídicas, de la Pontificia 
Universidad Católica Madre y Maestra, Campus de Santo Domingo y 
Santiago de los Caballeros, R.O. 

Octubre-Noviembre-Diciembre 1996 Nº28 



Nuestro régimen político, que sigue siendo 

eminentemente presidencialista, · en materia de 

política exterior se basa en el principio de 

conducción presidencial de la misma. 

Las facultades y obligaciones constitucionales 

del Presidente de la República están establecidas 
en el artículo 55. 

Las atribuciones que este artículo otorga al 

Presidente en materia internacional son las 

siguientes: Nombrar, con la aprobación del 

Senado, los miembros del Cuerpo Diplomático, 

aceptarles sus renuncias y_ remover1os /párrafo 4/; 

recibir a los Jefes de Estados extranjeros y a sus 

·representantes /párrafo 5/; dirigir las negociaciones 
diplomáticas y celebrar tratados con las naciones 

extranjeras u organismos internacionales, de­

biendo someterlos a la aprobación del Congreso, 

sin lo cual no tendrán validez ni obligarán a la 

República /párrafo 6/. 

Cabe también destacar que, además de su 

función como conductor de la política exterior 

-a través de otros órganos de relaciones 

exteriores-, el Presidente de la República realiza 

directamente toda una serie de actos de política 

exterior que él mismo traza. Aludimos aquí no a los 

actos ceremoniales que contempla la Constitución, 

o bien a otros de carácter simbólico, s ino cuando 

actúa personalmente como gestor y negociador . 
frente a otros Jet es de Estado -reunión "en la 

cumbre"- o cuando comparece en_ foros u 

organismos internacionales. 

Esas atribucion~s que, con un amplio margen de 

discrecionalidad, la Constitución otorga al 

Presidente de la República de conducción y 

dirección de la política exterior, hace.de esta última 

una de las políticas· menos sometidas a 

interferencias y más autoritarias del Estado · 

dominicano. 

Ahora bien, si ciertamente, como apuntamos 

más arriba, los lineamientos generales en materia 

de política exterior lo maneja directamente el 

Presidente de la República, tomando en con­

sideración la complejidad, y el volumen de las fun­

ciones del Ejecutivo, se hace necesario que éste 
delegue en otras dependencias de ese órgano del 

Estado muchas de esas funciones. En ese sentido, 

en materia de política exterior, la Secretaría de 

Relaciones Exteriores, encabezada por el 

Canciller, tiene asignada funciones que la hacen 

esencialmente responsable en ese campo . 

Secretaría de Relaciones Exteriores 

En términos históricos, el rol de la Secretaría de 

Relaciones Exteriores ha sido relativamente cam­

biante, debido, ante todo, al valor que las diferentes 

administraciones otorgan a la política exterior en 

sus prioridades. Cabe en ese sentido destacar que 

fue apenas treinta años después de fundado el 

Estado Dominicano que se creó este organismo. 

La Ley de Secretarías de Estado, en su artículo 

19 establece las atribuciones que corresponden a 

la Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores. 

Tal como señala el a!"tículo 1 de la Ley de 

Organización de la Cancillería y Atribucior:ies de su 

Personal, la Cancillería tiene por finalidad "auxiliar 

al Presidente de la República a través de su 

Secretario de Estado, en la coordinación sis­

temática de los principios de política exterior de la 

República Dominicana, en la orientación, centrali­

zación y supervigilancia de las misiones diplo­

máticas y de los servicios consulares; y en la 

gestión de los demás asuntos inherentes a ese 

Departamento. 

Como lo especifica la Ley Orgánica de la 

Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores, la 



Cancillería está integrada, dada la complejidad de 

su trabajo, por un Departamento de Política Ex­

terior, por un Departamento de Asuntos Econó­

micos, por un Departamento de Asuntos Generales 

y por un Departamento de Asuntos Culturales. 

Se han hecho esfuerzos con miras a restablecer 

la estructura funcional de la Cancillería. 

El Secretario de Relaciones Exteriores 

El Secretario de Relaciones Exteriores es el 

funcionario de más alta jerarquía del órgano en el 

cual el Presidente de la República delega las 

funciones en asuntos internacionales. Es obvio 

considerar que preferiblemente la designación de 

un funcionario que ha de ocupar funciones con im­

plicaciones de marcada importancia y delicadeza 

dabe recaer en un colaborador de su confianza 

personal. Sin embargo, ocurre a veces qt:Je cir­

cunstancias de compromisos políticos o de rejuego 

partidista reducen la consideración discrecional del 

Pre~idente antes señalada. 

---Oe todos modos, la situación del Canciller, 
siendo un subordinado del Ejecutivo, depende del 

nivel de interés que el Presidente otorgue a la 

política internacional y del alcance de su 

intervención directa -del Presidente- en· los 

asuntos internacionales. No obstante, si bien esa 

situación implica que no haya una diferencia de 

naturaleza de un Canciller a otro, no menos cierto 

es que se manifiesta una diferencia de grado que 

estará vinculada a la personalidad del Canciller. 

El estilo · y •· la forma de desempeño de las 

funciones de un Canciller le puede o no atraer 

respeto y hacer o no gozar de prestigio. · El 

Secretario de Estado de Relaciones Exteriores 

tiene, entre otras, las siguientes funciones: 

Tratar con los agentes diplomáticos acreditados 

en la República Dominicana; orientar a las 

misiones diplomáticas dominicanas acreditadas en 

el extranjero y al servicio consular dominicano; 

suscribir toda la correspondencia y documentos 

oficiales de la Cancillería; servir de vocero del 

gobierno dominicano en materia de asuntos 

internacionales; en fin, es el "guardián de la 

diplomacia dominicana y auxiliar inmediato del 

Presidente de la República, en la orientación y 

ejecución de la política exterior de la República 

Dominicana". 

Estas funciones y otras que le señalan las leyes, 

el Presidente de la República y los reglamentos, 

son llevadas a cabo directamente· por el Canciller o 

a través de la Cancillería o del servicio exterior, los 

cuales él dirige. 

El Servicio Exterior Dominicano 

En el contexto de relaciones exteriores de la 

administración pública dominicana hay que 

distinguir dos sectores: el interno y el externo. El 

sector interno está constituido por la Secretaría de 
Estado de Relaciones Exteriores; el sector externo 

lo conforma el servicio exterior dominicano. El 

servicio exterior desempeña un rol importante en la 

formulación y la ·conducción de las relaciones 

internacional,es. 

Es a través de ese instrumento que un Estado 

recibirá las informaciones más ,confiables de la 

realidad en sentido general en el extranjero; la que 

influirá en su comportamiento en materia de 

política exterior. 

El servicio exterior dominicano es el órgano de 

relaciones exteriores llamado a proteger los 

intereses nacionales en el extranjero y a 

representar la República Dominicana ante los 

Estados . extranjeros con los que mantiene 



relaciones, así como ante los organismos y foros 

internacionales ,en que participe. 

El servicio exterior dominicano lo componen dos 

ramas separadas: la diplomática y la consular. 

En .su esencia, las funciones de cada una son 

distintas. 

Según el artículo 5 de la Ley de Organización de 

la Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores, 

el Servicio Exterior comprende: 

a) Embajadas 

b) Legaciones 

c) Misiones Permanentes ante Organismos 

Internacionales 

d) Con,sulados Generales 

e) Consulados y Vice-Consulados 

f) Consulados y Vice-Consulados Honorarios 

El personal permanente de _las dos ramas 

componentes del Servicio Exterior está integrado 

por las siguientes categorías de funcionarios: 

a) Embajadores Extraordinarios y Plenipoten­
ciarios 

b) Enviados Extraordinarios y Ministros Plenipo-

. tenciarios 

c) Ministros Consejeros 

d) Consejeros y Cónsules Generales 

e) Secretarios de Primera Clase y Cónsules de 

Segunda Clase 

f) Secretarios de Tercera Clase y Vice­

Cónsules, y 

g) Agregados. 

Los agregados civiles, económicos, de prensa, 

de las fuerzas armadas o de cualquier otro 

carácter técnico, son propuestos por las 

respectivas Secretarías de Estado al Secretario de 

Relaciones Exteriores, quien sometería • dicha 

propuesta al Poder Ejecutivo, ,con las 

observaciones que juzgue de rigor. 

Las obligaci0nes de los miembrQs del servicio 

exterior están contempladas en los artículos 28, 29 

y 30 de la referida Ley Orgánica (deberes gene­

rales), artículo 14 de las misiones diplomáticas y 

artículo 21 de las oficinas consulares. Estos 

artículos, además, detallan parte de sus funciones. 

En la Ley Orgánica se contemplan, además, los 

requisitos para el ingreso en el servicio exterior 

(artículos 25 y 26), así como otras disposiciones 

que entran en lo que podría calificarse de estatuto 

del_personal, de las remuneraciones, vacaciones y 

licencias (artículos 35 a 39) de la disponibilidad, 

pensión,- retiro, jubilación y fallecimiento (artículos 

42 a 47). 

De la misma manera, está contemplada en la 

Ley Orgánica la Escuela Diplomática y Consular 

(artículos 48 a 52) y una Comisión Consultiva 

adscrita a la Secretaría de Estado de Relaciones 

exteriores (artículos 53 a 60). 

Ahora bien, esa Escuela Diplomática y Consular 
no ha funcionado, como tampoco existe la carrera 

diplomática, tal como fue establecida por la ley 

orgánica de la .Secretaría de Estado de Relaciones 

Exteriores. Se puede considerar que no llegan a un 

1 O por ciento los embajadores dominicanos de 

carrera. Lo mismo puede decirse del personal 

permanente del servicio exterior nombrado por el 

Ejecutivo. 

El Congreso de la República Dominicana 

La Constitución de la República Dominicana 

atribuye al Congreso, en materia de política 

exterior funciones que, entre otras, son 

indispensables para la ratificación de los tratados 



internacionales organización del mecanismo de 

ejecución de la política exterior y para que éste 
opere. 

En efecto, el artículo 37, •acápite 14, establece 

que es atribución del Congreso "aprobar o des­

aprobar los tratados y convenios internacionales 

que celebre el Poder Ejecutivo". 

Es esta una facultad exclusiva del Congreso y 

como tal no puede ser ejercida por otro órgano del 

Poder. Es por lo mismo una facultad indelegable. 

Al concretar la naturaleza de la función del 

Congreso en cuanto a la aprobación de los 

tratados, se considera que esa función es ejercicio 

de un control político sobre el manejo de las 

relaciones exteriores. Ello es innegable. Es política 

porque controla la función del Presidente en tanto 

que .. este último está comprometiendo en un 

tratado los interes,es de. la nación. Ahora bien, la 

misma función es también legislativa, pues in­

corpora ,el tratado al Derecho interno mediante el 

ejercicio de su. competencia legislativa. El Congre­

so, · pues, realiza dos func.iones en una sola 

actuación que no son inseparables ontológica­

mente. 

La aprobación del Congreso es un requerimient0 

previo. a la ratifica9ión. Si el Ejecutivo ratifica un 

tratado que no ha sido previamente aprobado por 

el Congreso, incurre en una doble responsabilidad: 

una fuente al o_rden jurídico interno, en este caso 

por abuso del poder, y en otra frente al derecho 

internacional, en cuánto ga,rantiza a la o a las 

partes contratantes que se ha cumplido con todas. 

l~s formalidades del derecho interno. Constituiría 
I 

ello un vicio de procedimiento que podría implicar 

la r:iulidad del tratado. 

En el régimen constitucional vigente, la discre­

cionalidad del Congreso está reducida a la aproba­

ción o rechazo del tratado que le somete el 

Presidente; no puede introducir modificaciones al 
texto del tratado. 

Cabe aquí , destacar que la Constitución 

reformada de 1854 y la de 1872, además de 

otorgar la discrecionalidad al Congreso de aprobar 

o desaprobar los tratados que le someta el 

Ejecutivo, agregaba: "debiendo en caso de 

negativa hacerle las observaciones que crea 

conveniente". Es decir, el congreso podía sugerir 

modificaciones destinadas a negociarse con la o 

las otras partes contratantes o subordinar su 

aprobación a la obtención,de' tales modificaciones. 

La Constitución reformada de 1908 agregaba a 

su vez que: "En el caso de rechazarlos, debería 

expresar las bases sobre las cuales pueda 

contratarse de nuevo". 

La formulación "aprobar o desaprobar los 

tratados y convenios internacionales que celebre el 

Poder Ejecutivo" data del año 1920 cuando se 
reformó la Constitución. 

A, pesar de que algunos juristas Sé han 

pronu.nciado contra la limitación del. congreso en 

cuanto· a su discrecionalidad de introducir 

modificaciones al . tratado celebrado por el 

Ejecutivo, el criterio generalizado a la luz del 

régimen Constitucional vigente es que ese acto 

aprobatorio del Congreso no debe ser condicional 

o parcial. La aprobación o la desaprobación es, 

pues, en término absoluto. 

11. LA . POLITICA EXTERIOR EN EL SISTEMA 

POLITICO DOMINICANO 

La política exterior en República Dominicana ha 

·sido en sentido general la política pública que 

menos atención ha recibido de parte de los 

gobiernos de tumo. Lo más que se podría 



constatar es una diferencia de grado entre estos 

últimos. 

Por otra parte; en.el sistema político dominicano, 

desde, que se fundó la República, ha existido una 

disposición constitucional que le atribl!:lye al Poder 

Ejecutivo, un papel preponderante en ,la conducción 

de la política exterior. El hecho de que por 

mandato constitucional se otorgue al Presidente~de 

la República la mayor responsabilidacf y autoridad 

en política exterior, reduciendo a su vez en ésta las 

atribuciones de otros. Poderes del Estado: hace 

que la política exterior ·sea el área más 

centralizada y que el Ejecutivo maneje con más 

autoridad. ,. J 

,Abonan a favor de esá característica no sólo el • 

carácter presidencialista de nuestro sistema 

político, sino también, y quizás consecuencia de lo 

anteriorr ,que los asuntos de política .externos 

ocupan poco interés en el debate político .nacional. 

Por lo ·menos esa ha sido la tradición durante 

largos - años en República Dominicana. Cuando 

formulamos. esa última~consideración involucramos 

tanto a otras instancias del Poder Político -Póder 

Legislativo- como a instancias gubernamentales 

-áreas, burocráticas del gobierno- y .sectores 

políticos no oficiales -partidos políticos-. En los 

últimos lustros, ciertamente, se percibe una 

tendencia hacia una participación más activa de 

los distintos sectores nacionales - Congreso, 

partidos políticos, organizacio11es de Derechos 

Humanos, empresarios, instancias oficiales y otros 

grupos de la sociedad-. Los factores que inciden 

en esa tendencia varían: margen más amplio de la 

democratización del régimen político; mayor 

concientización de la importancia que tienen los 

asuntos internacionales en cuanto a su-impacto en 

el funcionamiento del régimen político interno; una 

internacionalización de la vida que involucra ~ los 

más variados sectores nacionales haciendo que 

éstos incrementen los contactos con otros sectores 

afines en el exterior; la heterogeneidad de los 

asuntos internacionales ~ue ven reducir la 

importancia de la dime.nsión diplomática y priorizar 

la dimensión económica, etc. 

Ahora bien, esta tendencia hacia una mayor 

actividad o ¡participación de estos amplios sectores 

sobre temas de política exterior, a cuyos interes~s 

el órgan<? responsable de conducir esta última 

tendría que ser sensible, no ha repercutido en un 

cambio en cuanto manejo decisional tradicional del 

Ejecutivo. 

L'á po/J1ica exterior y su manejo burocrático 

En la organización, la formulación y ejecución de 

la política exterior, el Presidente se asesora y 

auxilia cqn distintos 0rganos, y colaboradores. 

La fuente directa a la que habría que acudir 

inicialmente para, en el plano formal, d ilucidar la 

distribución de competencia en asuntos de política 

exterior es la Ley de Secretarías de Estado. En 

esa Ley, en su artículo 19, se enumera toda una 

serie de responsabilidades que corresponden a la 

Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores re­

lativas a las relaciones e5cteriores. A esta Secre­

taría se encarga la instrumentación y coordinación 

de las diversas áreas de la política exterior: 

político-diplomática, económica, cultura, etc. 

Entretanto, la complejidad de temas que 

·conciernen a la política exterior hace precisamente 

que otras instancias dependientes d~I Poder 

Ejecutivo y también un buen número de 

organismos descentralizados se involucren en esta 

área -Banco Central, Secretaría de Estado de 

Finanzas, Centro Dominicano de Exportación, 

etc.~. Ciertamente, el creciente número de. asuntos 



técnicos que se presentan hoy día en las 

relaciones internacionales ha hecho indispensable 

"especializar" en su manejo a ciertos elementos en 

cada una de esas entidades; es decir, a prestarle 

una atención especial. Cabe también destacar que 

la prioridad que se viene otorgando en los últimos 

años a los temas económicos -comercio exterior, 

inversión extranjera, asistencia económica, deuda 

externa, etc.- tiene su impacto en . el peso 

específico que adquieren las instancias 

involucradas en ese campo, y que se refleja en 

una tendencia al manejo autónomo de sus 

actividades. Ahora bien, no hay que perder de vista 

que la coordinación /formalmente/ de las 

actividadés de las instancias que se involucran en 

asuntos que conciernen a la política exterior 

corresponde en nuestro régimen jurídico a la 

Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores. 

En efecto,y para tomar ejemplo, el Secret~riado 

Técnico de la Presidencia no .tiene ningún mandato 

en materia de Comercio Exterior, la Ley Orgánica 

apenas lo faculta para tratar asuntos vinculados a 

la coordi_nación con la cooperación internacional: 
' 

darle seguimiento a cierto tipo de negociaciones. 

Si leemos la Ley 'No. 137 que crea ,el Centro 

Dominicano de Promoción de Exportaciones, 

observamos que ninguna de sus atribuciones 

permite suplantar el rol coordinador de la 

Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores. 

Así, en el artículo 11 en lo referente.a fa asistencia 

y promoción, numeral 7, reza "organizar un servicio 

de representantes comerciales en el exterior 

cuando sea posible y conveniente; los cuales 

deberán ser debidamente acreditados por la 

Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores" y 

el numeral 8 dice: "Colaborar junto con la 

Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores en 

programar un mejor aprovechamiento de las 

actividades de- los cónsules y agregados 

comerciales que mantiene nuestro país en él 

exterior" y finalmente, en ese mismo artículo 11 en 

lo referente a estudios especiales, en el numeral 7 

dice: "opinar a solicitud que formule la Secretaría 

de Estado de Relaciones Exteriores y el 

Secretariado Técnico de la Presidencia o cualquier 

otro organismo sobre tratados que el país proyecta 

celebrar con otras naciones en materia de 

comercio exterior o integración. 

La Ley Orgánica del Banco Central, a su vez, en 

su artículo 5, establece que: "El Banco deberá 

actuar de conformidad con los convenios 

monetarios y bancarios internacionales suscritos y 

ratificad0s por la República de acuerdo con la 

Constitución y las Leyes". 

Si bien otros organismos de la burocracia gu­

bernamental como Industria y Comercio, están en­

cargados de.dar seguimiento a ciertos compromi­

sos internacionales /caso Cumbre · de Las 

Américas/, ello tampoco insinúa una suplantación 

del rol de la Cancillería en materia de coordinación. 

En la práctica, no obstante, múltiples instancias 
a las que hacemos referencia, a menudo se 

manejan con criterio propio, hacen su propia 

"política" e incluso eluden el conducto de la 

Cancillería. Esta circunstancia no sólo complica el 

ya de por sí difícil problema de la coordinación 

burocrática, sino que hacen aparecer desarticula­

das y hasta incoherentes las posiciones de política 

exterior de los gobiernos dominicanos. 
No es una calumnia decir que instituciones 

públicas y descentralizadas del Estado han 

acumulado compromisos mediante convenios de 

cooperación sin que previamente éstos hayan sido 

evaluados por el Secretariado Técnico - a quien 

corresponde por la Ley 55, del 22 de noviembre de 

1965, la coordinación de la asistencia que el país 



obtiene- y lo que todavía es más grave, estos 

convenios suelen realizarse sin el conocimiento de 

la Cancmería a través.de la cual deben realizarse 

todos los •trámites para la contratación de 

consultoría ya que a este organismo es al que 

compete la representación y la realización de 

cualquiera gestión ante gobiernos y o~ganismos de 

cooperaGión internacionales. 

111.CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE 

ASPECTOS SOBRESALIENTES DE POLITICA 
EXTERIOR DE LOS GOBIERNOS DOMI­

NICANOS DESDE COMIENZO DE LOS AÑOS 

TREINTA HASTA HOY DIA 

Como se , aprecia en el título del párrafo, no 

pretendemos aquí hablar de la política exterior de 

la República Dominicana en sentido general, sino 

de la política exterior de algunos de sus gobiernos, 

específicamente de los gobiernos comprendidos 

en el p~ríodo 1930-1996. 

Por otra parte, no insinuamos en modo al· 

guno, quizá sería arbitrario, que en períodos 

anteriores de existencia del Estado Dominicano 

no se daban situaciones análogas a las del 

período. que pretendemos aquí suscintamente 

ilustrar o que ' en uno u otro período no hu­

biera el mismo tipo de comportamiento de los 

gobiernos respectivos. 

Entretanto, el período 1930-1996 abarca dos 

tjpos de regímenes políticos; a saber, dictadura 

real y democracia formal. Ordenaremos algunas 

consideraciones sobre el comportamierito de 

política exterior de los gobiernos enmarcados en 
cada uno de estos regímenes a los fines de 

detectar las constantes y variables de ese 

comportamiento en algunos aspectos y considerar 

hasta qué nivel ha podido influir el régimen político 

en la política exterior en República Dominicana. 

Caracterfsticas Generales 9n la Política Exterior 

de los Gobiernos de Trujillo 

Desde el punto de vista formal, las atribuciones 

que constitucionalmente corresponden a los 

órganos superiores del Estado dominicano en 

materia dé política exterior mantuvieron durante los 

años . de gobiernos de Trujillo el principio de 

conducción presidencial de esa política. 

El Congreso no podía tomar iniciativas en esa 

materia ni interferir en su manejo. La participación 

del Congreso referente a la aprobación o 

desaprobación de los tratados celebrados por el 

Presidente era un mero trámite formal en el que los 

congresistas se limitaban a intervenir para formular 

ponderaciones a los mismos. 

La política exterior del Período de Trujillo fue sin 

duda de gran actividad. Sin embargo, esa actividad 

proyectaba la característica de su régimen, a 

saber, el aprovechamiento personal. 

Trujillo dedicó gran espacio de sus esfuerzos en 

materia de política exterior a lograr "prestigio" 

internacional con un obj~tivo básico: reforzar su 

crédito interno. 

Así, de manera enfática se preocupó, en la 

mayor parte de su período, porque se emitieran 

juicios favorables a su régimen de parte de 

autoridades y personalidades de ·Estados Unidos. 

La utilización, a sueldo de Trujillo, de personas con 

influencia en Washington --cabilderos- se inserta 

en ese propósito. 

Trujillo desplegó iniciativas que buscaban se le 

pre.sentara ante la opinión pública internacional 

como un estadista, entregado a causas humanita­

rias y al desarrollo de las instituciones jurídicas 



interamericanas. Pueden avalar esa consideración 

su apertura respecto a los refugiados europeos; el 

Proyecto de "Liga de Naciones Americanas"; etc. 

Una serié de hechos y situaciones generales 

esencialmente por la forma de su régimen y con los 

que va vinculado el despliegue de iniciativas a-los 

que anteriormente hacíamos referencia nos permi­

ten caracterizar los ~iguientes rasgos sobre salien­

tes de la política exterior de los gobiémos de T rujillo: 

-La política exterior de Trujillo fue marcada­

mente intervencionista, aanque en algunos casos 

justificado -el intervencionismo- en el propósito 

defensivo. 

-La política exterior -de Trujillo fue odiosamente 

agresiva hacia los gobiernos de la región caribeña 

que le eran hostiles. La República,Dominicana, en 

efecto, estuvo involucrada en nueve de las veinte 

"situaciones" conflictivas ocurridas en la zona 

caribeña entre 1948 'f 1959. 

-La política exterior de Trujillo fue de intensa 

actividad en el dominio diplomático, tanto en la 

defensa de su posición contra las intervenciones o 

amena.zas• desde el exterior oomo en su recorrido 

afán de ganar prestigio. Para, ello contaba con un 

equipo de hombres de sólida formación jurídica• y 

diplomática, de calificación envidiable integrados al 

régimen. 

, -La política exterior de Trujillo estuvo salpicada 

por ambiciones de hegemonía, dominio o control 

político en la región, específicamente con relación 

al vecir.10 geográficamente más cercano: Haití, 

-La política. exterior de Trujillo consistentemente 

fue de cooperació'n y apoyo a la política de 

Estados Unidos. La excepción a esa realidad se 

sitúa al final de los años 50, comienzo de los 60, 

debido a la actitud hostil de la administración 

norteamericana de esos años' respecto· al régimen 

de Truji110. • . 

-A la política exterior de Trujillo f.iáy qu~ 

atribuirle - un perfil pragmático tanto en los 

momentos estelares de su régimen como en su 

período de crisis y de decadencia. 

En cuanto a sus relaciones con terceros países, 

Trujillo supo definir un orden de prioridades. En 

ese sentido dos países encabezaron esa lista de 

prioridade.s en su política exterior: Haití y los 
Estados Unidos. 

Las razones de priorizar las relaciones con •un,o y 

el otro tenían, obviamente,que ser diferentes. 

Hacia Haití mantuvo una política que respondía 

a un propósito básico de someterle a su control, a 

sus intereses, ante todo coinó garantía de 

estabilidad de ese régimen. Evitar que el territorio 

haitiano pudiera ser utilizado para que aesde allí 

se organicen actividades armadas o sul;,versivas, 

sobre• todo de parte de los exiliados políticos 

contrarios a Trujillo, traduce'esa consideración. 

Con respecto •a Estados Unidos, las prioridades 

en las relaciones de cooperación se explíca por la 

conveniencia pdlítica; unas buenas relaciones éon 

Estados Unidos que por lo menos no fuera h'óstil a 

su figura, o en otras palabras que no socavara a su 

"prestigio", que se enmarcara en , un concepto de 

laisse-faire, en el pri,:-icipio de no intervención 

directa, era ya una condición aéept_able para 

Trujillo en el comportamiento de Estados Unidos; 

era lo mínimamente indispensable para la 

realización de sus propósitos a nivél interno, para 

el afianzamiento y estabilidad de su régimen. 

Cierto, las relaciones de Trujillo con Estados 

Unidos no se las puede circunscribir, generali­

zándola, al cóntexto de demostración de adap­

tación a la línea ·uazada por Wa~hingtón de parte 

d~ Trujillo, a ,cambio de tina actitud de 

complacencia de Estados Unidos r~specto a lo que 

practicaba el dictador para la puestá en marcha de 



su régimen. No!, Trujillo en ocasiones emprendió 

iniciativas hacia Estados Unidos con miras a exigir 

una mayor reciprocidad a su _gesto de solidaridad 

coopera1iva con ese país. Pueden servir aquí de 

{eferencia las gestiones de cpmpra de armas, de 

aumento de la cuota azucarera, gestiones que no 

siempre culminaron con éxito. 

Consideraciones Generales sobre Polftica 

Exterior de los Gobiernos Dominicanos del 

Periodo Post-Trujil/o hasta nuestros días 

La política, ext~rior llevada a cabo por los 

gobiernos oominicanos ~ partir de la caída del 

régimen de Trujillo presenta toda _una serie de 

cualidades comunes y dif eren9iadora del período 

de TrujilJoi ,. 

Sin duda·,. a lo interno, la sustitución en su 

esencia del régimen dictatorial, y a lo externo, las 

nuevas realidades de la geopolítica regional y 

mundial van a moldear las ref e_r.idas cualidades. 

A ninguno de e:,tos . gobiernos se le pue_de 

imputar' actitudes il'ltervencionistas, ·como fue el 

caso de, Trujillo. Entretanto, se tiene la impresión 

que a veces se,ha asumido esa postura a los fines 

de. no malquistarse con nadie, y no para la defensa 

en su sentido íntegro del principio de 

No-intervención. 

En cuanto a las relaciones bilaterales prioritarias 

con los Esta.dos Unidos, la política exterior de 

estos gobiernos ha estado dirigida esencialmente a 

fortalecer, lo$ l~zos con este país. En cambio, el 

grado de influer,icia de las misiones diplomáticas 

de E$tados ,L!nidQs .es ma.rcadamente diferente en 

estos gobiernos ·al período de Trujillo. 

En cada uno .. de estos gobiernos, -sin que se 

pueda hablar de honrosas ex~epciones, ha sido 

notable la asi$tencia económica .y téqnica de 

Estados Unidos y una cuantiosa presencia de f\m­

cionarios y expertos de ese país, los que en unos 

momentos han incidido más o menos en la vida 

política nacional y moldeado nuestrq comporta­

miento externo. Ciertamente, aunque todos esos 

gobiernos han aceptado gustosamente esa pre­

sencia, uno, quizás más que otro, ha tenido la 

suficiente habilidad para atemperar el impacto que 

esa realidad implica. 

Las relaciones de estos gobiernos con el vecino 

Haití distan de ser 1Ut1iformes. En algunos casos, 

como el concerniente a.1 gobierno de Juan Boscb, 

estas relaciones fueron de tensión y de crisis. Las 

mismas no mejoraron con el gobierno que sucedió 

a Bosch. Algunos de estos ·_gobiernos incremen­

taron Jos intercambios, sobre todo ·económicos, 

aunque esencialmente ircegulares, otros los han 

reducido. En cuanto al nivel de interés en esas 

relaciones, los altibajos y no la constante es lo que 

puede destacar. 

En estos gobiernos, ha sido también notable la 

deficiencia del servicio exterior. Personas carentes 

de conocimiento de sus funciones han sido en­

viadas a ocupar cargos cliplomáticos de relevancia, 

gracias,a .SU vinculación amistosa o partidaria. Las 

debilidades técnicas del. personal relacionado con 

el servicio exterior se han reflejado en ocasiones 

en incoherencias y descréditos para el país . . Con 

esta afirmación no insinuamos que no haya habido 

diferencia de grado en estos distintos gobiernos de 

referencia, o que uno no haya experimentado 

• avance en el manejo de la diplomacia que lo sitúe 

en un plano superior a otro. 

Lo cierto es que al comparar estos gobiernos 

con los de Trujillo, en éuanto al nivel de 

importaneia, de dedicación . de recursos 

económicos y humanos a la agenda externa, el 

cambio es perceptible, sin que ello, en modo 



alguno deba traducirse en un juicio de valor 

favorable a los objetivos de polítrca exterior 

. trazados por ese régimen dictatorial. 

No compartimos la observación de que estos 

gobiernos surgidos después de la caída de Trujillo 

no hayan tenido una política exterior activa. La 

cuestión no es de presencia formal en los 

cónclaves, foros u organismos internacionales, 

sino de hacer funcional esa presencia, de obtener 

resultados que respondan a nuestros intereses, y 

ello es posible lograrlo sólo cuando existen 

objetivos claros, dedicación de esfuerzos, voluntad 

política que se van a reflejar en un órgano central 

de relaciones exteriores eficiente y con ello un 

servicio exterior de excelencia. 

IV.PROYECCIONES Y OPCIONES DE POLITICA 

EXTERIOR DE LA AEPUBLICA DOMINICANA 

Para la República Dominicana, como ocurre 

con los países afines a ella -pequeños en volu­

men pbblacional y territorial y económicamente 

débiles-, la política exterior no constituye un fin 

en sí mismo, como lo es para algunas potencias 

para las cuales de la política exterior depende 

su hegemonía, o bien su liderato en la sociedad 

internacional. 

· Entretanto, factores económicos, políticos, socia­

les de naturaleza externa inciden dir.ectamente en 

el desenvolvimiento de la v_ida de un Estado, rele­

vando con ello el grado de vinculación entre lo ex­

terno y lo interno. Bastaría con citar ejemplos de 

factores externos como la inversión extranjera, la 

apertura del comercio internacional, la asistencia 

técnica y financiera, la deuda externa, las ten; 

ciencias integracionistas, los movimientos mi0 

gratorios, las presiones por ampliar los espacios de 

participación democrática y por el respeto de los 
Derechos Humanos, etc. 

Dado el peso específico de esos factores 

externos se requiere en cada país individualmente 

el despliegue de una estrategia que permita evitar 

que los mismos afecten desfavorablemente el 

interés objetivo nacional o a la inversa, adecuarlos 

a las prioridades del país. Ello implica, entre otras, 

una estrategia eficiente . de negociación con 

entidades terceras, una participación activa en 

foros internacionales en defensa de nuestros 

valores y la observancia de un comportamiento 

respecto a postulados y compromisos que hemos 

asumido. 

Necesidad de Formular y Observar Principios 

de Política Exterior 

Una preocupación latente en países exigüos y 

débiles ha sido la de preservar su independencia y 
proteger su territorio contra posibles ambiciones de 

terceros. Atemperada esa preocupación, aspiran 

un crecimiento económico y ligado a ello una 

estabilidad política. 

t as prioridades o propósitos por excelencia de la 

política exterior debe inspirarse y observar con 

coherencia determinados principios; ante todo 

aquellos reconocidos en instrumentos internacio­

nales y los insertados en la Constitución del país. 

nos referimos específicamente a los principios de 

igualdad soberana de los Estados, de la igualdad 

de derechos y de la libre determinación de los 

pueblos, de no intervención en los asuntos que son 

de jurisdicción interna de los Estados, de 

cooperación en las esferas económica, social y 

cultural, del rechazo a la amenaza y al uso de la 

fuerza contra la integridad territorial o la 

independencia política de cualquier Estado y con 



ello la solución de las controversias por medios 

pacíficos y el fiel cumplimiento de las obligaciones 

contraídas, el respetq a los Derechos Humanos. 

etc. 

Ahora bien, esos principios tienen un contenido y 

su defensa y observancia deben ser en un sentido 

unívoco y uniform~. a saber, no es que se 

observen unas veces sí y otras veces no; con 

relación a un.a situación sí y a otras no .. Los países 

como 1~ República Dominicana deben ser los 

principales gefensore~ de esos principios. tanto en 

cuanto a, su aplicación respecto a teceros países 

como en q_uanto a circunstancias en las que se ve 

involucrada, tanto en relaciones bilateral~s corno 

en foros internacionales. 
Un país es m~s vulnerable a recibir presiones i,o­

ternacionales que secaban su seguridad y su es­

tabilidad económica en la medida en que se le im­

puta, por ejemplo, practicar una política de vio­

lación a los Derechos Humanos, de desconoci­

mientos · a los compromisos internacionales, de 

recurrir a · medidas de fuerza para dirimir sus 

diferencias con tercerps países, etc. 

Relaciones Exteriores de la República 

Dominicana: Prioridades: 

La cuestión de decidir si a la Reopública 

Dominicana le conviene diversificar -en término 

numérico- o reducir sus misiones diplomáticas 

permanentes en tercer:qs países debe- enfocar~e a 

la luz de dos aspectos: a) existencia de objetivos 

de la política exterior, y b) condiciones materiales 

para mat~rializarlos. 

Ciertamente, los objetivos de política exterior 

pueden variar en el tiempo y las circunstancias; es 

decir pueden tener un carácter mudable. En 

cambio, hay otros que, al responder a la necesidad 

de garantizar las condiciones esenciales del 

Estado -su seguridad y prosperidad económica­

son de incuestionable perennidad. 

Los objetivos de política exterior siguen un orden 

jerárquico, lo que repercute en la priori.zación de 

las relaciones que un Estado traza respecto a otros 

Estados. 

La seguridad nacional, que se traduce en la idea 

de proteger el territorio contra posibles violaciones 

y garantizar el funcionamiento de su sistema 

político y económico, el bienestar económico y 

social constituyen los dos objetivos básicos de la 

política exterior de cualquier gobierno dominicano. 

En ese sentido dos países deben mantener las 

prioridades en la orientación de la política exterior 

de la RP-pública Dominicana: Haití y los Estados 

Unidos. 

Las razones de priorizar las relaciones con Haití 

a la luz de los objetivos básicos arriba formulados 

son variados. Inicialmente es de geopolítica; es 

nuestro vecino con el que compartimos la misma 

isla. El desnivel económico relativo de su 

economía y la precariedad en la estabilidad de su 

régimen político son factores que tienen un 

impacto directo en nuestro país, no sólo a través 

del flujo migrator.io que socaba algunas de nues­

tras instituciones, sino cyando genera en fuentes 

de conflictos internacionales que envuelven a 

nuestro país, corno lo fue la situación de bloqueo 

impuesto por organismos internacionales a media­

do de los noventa. 

- Las razones otras se insertan en el interés 

económico. En el marco del comercio bilateral Haití 

ocupa uno de los primeros mercados para los 

productos dominicanos. Frente a terceros países 

se encuentran intereses compartidos. Citemos 

aquí a título de ejemplo las. negociaciones que 

entendían se debía incluir juntos a República 



Dominicana y a Haití a los beneficios de los 

Acuerdos de lomé IV. Existe una base concreta de 

acercamiento y de colaboración sobre aspectos 

concretos concernientes, entre otras, al desarrollo 

de una estructura de interés recíproco -proyectos 

hidroeléctricos, erradicación de enfermedades, 

paquetes turísticos comunes, ampliación de 

carreteras internacionales, etc.- y los que se 

derivan del hecho de compartir el mismo 

ecosistema -conservación de los recursos 

naturales, reforestación, etc.-

Esas condicionantes geopolíticas y económicas 

abonan a favor de la necesidad de definir una 

política exterior hacia Haití que, basada en un 

espíritu de cooperación transparente y realista, 

facilite la eliminación de aquellos factores que lejos 

de fomentar relaciones armoniosas, generan 

trastornos -como lo es la penetración y 

permanencia ilegal de nacionales haitianos en 

territorio dominicano- y a la vez propicie la puesta 

en ejecución de estrategias económicas, políticas, 

sociales'·y culturales que subyacen en el beneficio 

para ambos países y las qué competen a los 

gobiernos dominicano y haitiano clasificar y 
ponerse de acuerdo sobre las mismas. 

La puesta en ejecución de esas estrategias, ob­

viamente tiene como condición indispensable que 

los gobiernos de ambos países coincidan en sus 

voluntades políticas, condición que potencialmente 

.se posibilita en la medida que éstos' comparten un 

mínimo de interés en pro!TiOver la democracia, la 

justicia social, el desarrollo y la solidaridad. 

Las razones geopolíticas y económicas son 

también las que explican las prioridades en 

nuestras relacion~s con Estados Unidos. 

En efecto, por condiciones de cercanía y 

estratégicas, nuestro país ha tenido el fatal o 

dichoso privilegio de ser parte integrante del área 

de seguridad de esa gran superpotencia. Todos los 

gobiernos, sin excepción, han estado conscientes 

de esa realidad y ha sido una constante suya 

sostener un compromiso de alianza respecto a la 

política exterior de Estados Unidos en materia de 

seguridad ·internacional; no contradecir los 

intereses geopolíticos de esa gran potencia. Los 

cambios recientes en el sistema político mundial, 

lejos de abonar a favor de un cambio de postura 

en ese aspecto de las relaciones bilaterales, 

aconsejan más bien dejar constancias de que no 

debe haber dudas al respecto aunque ·sea para 

pretender el goc·e de un trato, si no preferencial, 

por lo menos favorable en otros aspectos ele vital 

interés nacional. 1 

En el aspecto económico, los Estados Unidos 

siguen siendo nuestro principal socio. Vemos como 

la mayor parte de las exportaciones de 'la 

República Dominicana se realiza al mercado 

estadounidense. Por otra parte, la principal fuente 

de financiamiénto y el mayor suplidor de tecnología 

es también Estados Unidos. · Se dirá que el 

comercio exterior de la República Dominicana se 

ha diversificado en los años recientes, más aún así 

los Estados ·Unidos siguen representando nuestro 

principal mercado, el más cercano, el más 

dinámico, y hasta el de más futuro. 

Et objetivo de seguridad de la política exterior 

dominicana respecto a sus relaciones con los 

Estados Unidos debe estar basada en los 

principios de amistad, cooperación y asistencia 

recíproca. Habrá, pues, coincidencia por 

conveniencia en toda estrategia referente a paz y 

seguridad internacionales que involucre a Estados 

Unidos y República Dominicana. 

El objetivo de progreso económico de la política· 

exterior formulado respecto a Estados Unidos 

significa mantener la apertura del vasto mercado 



est~do.unidense para los p,roductos de nuttstras 

industrias, garantizar_ un significativo flujo de 

financiamiento . e inve~siones y transferencias de 
tecnolo~ía. 

A~oré¡l bien,Jdebemos tener presente que el logro 

de los objetivos básicos de política exterior 

dominicana en sus relaciones con Estados Unidos 

impliCB: generalmente el compartir esfuerzos de 

cooperación en otras esferas -promoción de la 

democracia y de los derechos humanos, lucha 

contra el narcotráfico y el terrorismo internacional, 

fortalecimiento de las instituciones, etc. 

1 
. Otras áreas de interés no menos importantes 

que gravitan enormemente en las relaciones 

bilaterales Estados Unidos-República Dominicana , 

- turismo, emiwación- hacen de los Estados 

4nidos un país con el. que debemos tener unas re­

laciones cada vez más estrechas y activas que 

serán~ potenci~lmente más funcionales y bene­

ficiosas e11 el plano rnqral y político si se manejan 

desde una posición donde haya un mínimo de 

respeto mutuo, de dignidaq. 

Por razon.es geográficas, históricas, cultur(:lles 

hacen;ios parte d,e la_, comunidad de Estados 

latino~meric<;1nos y deLCaribe. Hoy quizás más que 

en anteriores ocasiones, compartimos problemas 

económicos y sociales comunes -deuda externa, 

narcotráficos, migraciones, etc.- asumimos com­

promiso para lf! observancia . de determinados 

valores -democracia, Derechos Humanos, justicia 

social~ y seguimos manteniendo vínculos institu­

cionales juríd!cos diplomáticos, políticos, econó­

micos, sociales, humanitarios - al ser miembro de 
f ' 

la OEA, del TIAR, del SELA, etc.-. Todo ello • 
estimula el fomento de relaciones de 59lidaridad 

entre nuestros países de la r~gión. Reforzar esos 

vínculos es una inc,uestionable afirmación, por 

necesidad y por conveniencia. Bastaría pensar por 

ejemplo que este mundo que nos rige hoy día est~ 

caracterizado por la presencia de grandes bloques 

económicos donde la capacidad de negociación 

aumenta en la medida que se va a ella con 

posiciones conjuntas, grupales o de bloqu~. 

Una política exterior de la República Dominicana 

hacia la región en su dimensión político­

diplomática debe ser conducida en el sentido de 

mantener e incluso reforzar nuestras relaciones 

con todos los países ubicados en la misma, más 

con un claro concepto de eficiencia. En la 

dimensión económica, la política exterior debe ser 

un medio má.s eficaz en el objetivo de ampliar las 

relaciones de mercado con los demás pa1íses de la 

región, pero sobre todo a través de ella se. debe 

propiciar, si se ha definido concretamente que es 

beneficioso o necesario, el ingreso a otros niveles 

que el actual en los esquemas subregionales del 

Caribe y Centroamérica: CARICOM y sistema de 

Integración Centroamericana /SIGA/. 

En lo concierniente a la P9lítica exterior hacia 

otros países de otras regiones geográficas, con­

sideramos beneficioso el que se continúen las re­

laciones con aquellos países con los que tradi­

cionalmente hemos mantenido una colaboración. 

Con algunos de esos países se posibilita la 

oportunidad de estrechar los vínculos -como es el 

caso frente a la Unión Europea, luego de nuestro 

país haber adquirido el status de país miembro de 

Lomé IV- con otros será conveniente revisar el 

patró~ de relaciones en el sentido de por lo menos 

atemperar el desequilibrio en la balanza c~mercial 

que nuestro país tiene por ejemplo con Japón. 

Cierto, esas relaciones tradicionales -Europa 

Occidental, Japón, Taiwan, lsra~I,, etc.- no traduce 

un desinterés en la diversificación de nuestras 

relaciones internacionales -ccm países de Europa 

Oriental, con China Continental, etc.- una 



identificación de nuestros intereses respecto a 

esos países sobre todo en la dimensión 

económica, es precisamente, tarea que debe estar 

en el orden del día de la política exterior. 

La no participación cbmo miembro en orga­

nismos internacionales es un privilegio que pocos 

países; para no decir casi ninguno, puede per­

mitirse, particularmente si es pequeño y pobre. En 

la actualidad es difícil concebir la puesta en 

marcha de un propósito internacional de paz y 

seguridad internacionales y de cooperación en los 

distintos campos al margen de las organizaciones 

internacionales. Estas últimas ofrecen a los países 

más frágiles un marco ·permanente para evocar 

reivindicaciones a favor de sus objetivos esen­

ciales de seguridad y prosperidad, y un medio útil y 

adecuado pára ejecutar los principios de soberanía 

y el de igualdad jurídica, ya que en estos valores 

se inspiran y están sustentados los organismos 

internacionales. 

La pol(tica exterior dominicana respecto a las 

organizaciones de carácter general, tanto lás de 

vocación universal -la ONU- como la regional 

-OEA- debe orientarse a la defensa de los 

principios básicos · de las mismas mediante una 

partid pación activa, coherente. 

Ello nos permitirá no sólo elevar el prestigio 

ir,ternacional, sino el disfrute de una serie de 

oportunidades y ' aspiraciones para el país 

-posiciones opuestas en órganos importantes- y 

para sus nacionales -ocupación de cargos en la 

burocracia de las organizaciíones. La misma con­

ducta vale en lo concerniente a los organismos es­

pecializados, los de vocación universal vinculados 

a las Naciones Unidas y los vinculados a la Orga­

nización de' Estados Americanos. Hacia ellos de=' 

bemos desarrollar una acción consecuente en 

favor de la cooperación; -a los fines ·de hacerños 

partícipes en sus diversos programas que tantos 

beneficios pueden aportar al país y que a veces 

son de imperiosa necesidad. 

Hacia un Servicio Exterior de Excelen'cia 

El mantenimiehto por parte de República Domi­

nicana de misiones diplomáticas permanentes ante· 

una diversidad de organismos intemac¡onales y 

ante un cuantioso número de Estados se ve afec­

tado por inconvenientes de índole económico; es 

decir, los recursos presupuestales disponibles para 

esa área . son muy escasos. Las razones que, 

abonan a favor de mantener esas misiones tienen 

un débU impacto debido ante todo al exigüo logro 

que se obtienen de ellas y a su inoperancia en 

algunos casos. 

Ante esa · realidad, es pues comprensible las 

argumentaciones en pro de una reducción del 

número de las mismas. Hacia ese mismo último 

propósito se afirma que el rol de las misiones 

diplomáticas permanentes se ha visto minimizado 

debido ar desarrollo de los medios de 

comunicación y el transporte: no se necesitan 

tantas misiones como la que la República 

Dominicana: mantiene para realizar los objetivos 

que • se persigue. Ciertamente, consecuencia de 

ese desarrollo, la autonomía del diplomático, 

específicamente en la función negociadora, se ve 

restringida . Hoy día es común para el funcionario 

diplomático solicitar instrucciones para cualquier 

asunto, dadb que la respu,3sta le llegará con la 

rapidez que le garantizan los medios de 

comunicación, y que incluso, el desplazamiento del 

agente' es cada vez más tentador. Se insinúa con 

ello que es preferible, a la luz de los gastos que 

implica mantener una misión permanente, cretr 

misiones especiales para casós específicos. 



A esta última argumentación se puede responder 
diciendo que las funciones de las misiones diplo­
máticas no se reducen a la negociación; cuent~n 
otras de no menos importancia como la de repre­
sentación y observación, las cuales por lo demás tie­
nen que ver con el éxito de toda posible negociación. 

Si ciert:amente tiene peso la argumentación de 
reducir el número de las misiones pe~nentes en 
razón de que los logros obtenidos no compensan 
los. gastos que en ellas se dispersan, o bien de su 
inoperanc ia, que es conexa a la primera razón, no 
menos cierto es que los objetivos de un Estado en 
sus relaciones con otros Estados y organizaciones 
internacionales son más potencialmente logrados 
cuando se mantienen misiones permanentes que 
realizan cabalmente las amplias funciones que el 
Derecho Diplomático les asigna. 

Un énfasis en la búsqueda de un cambio en la 
política exterior nuestra a los fines de. obtener re­
sultados fflás satisfactorios debe ser dotar al país 
de · un Servicio Exterior de excelencia, fundamen­
tado en estrictos criterios de profesionalismo. No 
insinuamos que no se reduzcan plazas innece­
sarias en el Servicio Exterior, pero nunca sacrificar 
las I imJ:l<)rtantes funciones que el servicio diplomá­
tico y consular desempeña en el exterior. 

Quizá convendría introducir algunas modifica­
ciones a las disposiciones concernientes al ~er­
vicio Exterior a los fines de eliminar algunos de­
fectos e incongruencias existentes. Sin embargo, 
la deficiencia de nuestro servicio exterior se debe 
ante todo al factor humano. Convendría, entre 
otras, iniciar la elaboración de un código de ética 
para ~I Servicio Exterior y establecer una póliza 
opligatoria de fidelidad para el personal diplomático 
y consular con miras a evitar los penosos casos de 
deudas personales que quedan sin honrar en el 
exterior. Sería recomendable, además mejorar el 

equipamiento de nuestras misiones en el exterior-y 
elevar las remuneraciones de nuestros represen­
tantes en el exterior. 

Ahora bien, el paso hacia la profesionalización y 
la excelencia en el Servicio Exterior, condición 
esencial para poder instrumentar con eficiencia 
una política exterior, no puede ser emprendido al 
margen de una reorientación adecuada de los 
recursos asignados en el presupuesto nacional a 
la Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores. 
Recursos económicos y humanos son factores 
imprescindible que marchan a la par. Sin un 
presupuesto adecuado y un Servicio Exterior 
eficient~ nuestras misiones serían inoperantes y no 
se justificaría la diversifiCáción de las mismas. 

Interés del Ejecutivo en la Agenda Exterior 

En la República Dominicana, dado el amplio 
poder discrecional del Ejecutivo, su claro predo­
minio en el control y manejo de la agenda de 
política exterior, la introducción de cambios en la 
orientación de esa política, en especial, moder­
nizarla y transformarla conforme con los grandes re­
tos que el país tendrá que enfrentar en el futuro, 
estará condicionada a la preocupación, al interés 
personal que manifieste el Presidente. Claro, en 
este último va a pesar su cultura política en asuntos 
internacionales. Cuando, por limitación, el Presi­
dente no tiene una visión global de la problemática 
externa, lo conveniente es que ésta pueda ser su­
plida por un Secretario de Relaciones Exteriores con 
experiencia y amplia competencia en relaciones in­
ternacionales y que forme parte de los círculos es­
trechos del poder, que sea de la confianza del Eje­
cutivo, que logre fomentar el entusiasmo de este 
último en la implementación de una política activa 
que responda a los cambios arriba referidos. 



Secretaría dB Relaciones Exteriores 

En amplios círculos nacionales que abordan el 

tema de nuestras relaoiones exteriores, ·tiene una 

amplia base de reconocimiento la consideración de 

que es precisa una reestructuración de "la 

Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores. 

Específicamente se plantea la necesidad de revi­

sar la Ley Orgánica y el Reglamento que la rige. 

Se argumenta a favor de esa acción revisora la ob­

solencia de los referidos instrumentos. Quizás con­

vendría que por decisión del Presidente de la 

República se designe una comisión especial de re­

organización de la Cancillería, integrada por espe­

cialistas nativos de amplia y reconocida competen­

cia en materia de relaciones internacionales y que la 

misma esté abierta a los aportes de todas aquellas 

instituGiones involucradas en los procesos de for­

mulación o decisión de la agenda externa y de todas 

aquellas personas con amplia experiencia en la bu­

rocracia de la Cancillería o en el servicio exterior. 

Ahora bien, para que la Cancillería est~ en 

condiciones de jugar un rol adecuado a las 

demandas de las nuevas realidades del sistema 

político mundial y regional, no bastaría con superar 

la posible obsolecencia .de la Ley Orgánica, lo cual 

en el caso nuestro puede no ser siquiera prioritario. 

· Debemos concentrar el interés en el factor 

humano. 

Los colaboradores inmediatos del Secretario de 

Relaciones Exteriores; que constituyen los cuadros 

altos de la Cancillería y sobre cuyos hombros 

descansa la principal responsabilidad en la toma 

de decisiones importantes, deben ser personas de 

alta competencia y formación profesional; del 

mismo modo . los funcionarios de jerarquías 

intermedias e incluso baja.s deben tener un nivel de 

calificación profesional adecuado a sus cargos; 

estar· dotados de ur.a mínima capacidad . de 

reacción y de evaluación de las políticas trazadas y 

de la situación internacional. 

Si existe un alto nivel de profesionali;>mo y de ins­

titucionalidad están creadas las bases para el res­

peto a los procedimientos jerarquizados en el fun­

cionamiento de la Cancillería. Esto último evitará las 

animosidades que se crean cuando se permite que 

un funcionario de menor jerarquía en la admi­

nistración suplante a otro de mayor jerarquía, 

irregularidad interburocrática que se refleja directa­

mente en el funcionamiento de la institución. 

Entretanto, tal como advertimos al referirnos al 

Servicio Exterior, no es posible optimizar el rol de 

este importante Organo Central de relaciones 

exteriores, a cuya Ley Orgánica están sometidas 

las misiones diplomáticas, al margen de una 

reorientación de los recursos a éste asignados en 

el presupuesto nacional. 

La Labor Coordinadora de la Cancillería 

Como se ha ad1Lertido, las instituciones guber­

namentales que participan en asuntos concer­

nientes a política exterio tienden a crecer; es­

pecíficamernte las de índole económico. En estos 

momentos se está planteando en nuestro país 

incluso la creación de un Instituto de Comercio 

Exterior, el cual, en su función promocional, 

contaría con representantes en los distintos 

países en los que hay.amos instituido misiones. 

Dentro del amplio radio de acción de su com­

petencia -político-diplomática, cultural, económica­

en esta última dimensión es en la que la Cancillería 

Dominicana ha visto reducir su espacio, o bien en­

contrar perturbaciones para manejar de manera 

coordinada las actividades de otras instituciones 

que actúan en ese ámbito. 



En nuestro ordenamiento institucional, reitera­

mos, la desarticulación y la fragmentación de ,las 

acciones en la dimensión. económica de la política 

exterior no es debido esencialmente a la ausencia 

de una i~stancia de coordinación y consulta formal. 

En efecto, a la Cancillería es a la que corresponde 

desempeñar el rol coordinador de la agenda 

económica externa frente a la participación de 

otras instituciones del Estado. 

Ahora bien, aunque en términos formales corres­

ponde a la Secretaria de Estado de Relaciones 

Exteriores actuar como instancia de coordinación 

en el campo de referencia, en la práctica, institu­

ciones gubernamentales han actuado autónoma­

mente, o con participación mínima · de la Can­

cillería, o bien han tenido mayor peso que ésta. 

Dada la preeminencia del factor econ<f>mico en la 

política-exterior, cabe recomendar se evite que las 

distintas instituciones que están involucradas en 

ese ámbito - a veces sin una visión global de la 

problemática de política externa- actúen de 

manera descoordinada según sus percepciones. 

Ciertamente, la función coordinadora de la 

Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores no 

implica menoscabar el rol, la responsabilidad de 

otras ililstituciones en la agenda económica ex­

terna. Una división de trabajo de las mismas por 

áreas -comercio, turismo (promoción y negocia:. 

éión), deuda externa, etc:- no sólo es posible sino 

incluso necesario. 

Entretanto, en el manejo de la agenda externa 

-diplomático-política, económica, cultural, etc.­

abogamos porque la cancillería tenga un predomil'lio 

respecto a otras instancias. Las estrategias de-nego­

ciación externa deben estar centradas en la bu­

rocracia de la .Cancillería. El rol de instancia de.co­

ordinación tendría que traducirse en un orden· 

jerárquico que tiende, entre otras, a prevenir y afron-

tar las pugnas interburocráticas y a preservar la es­

trategia global del gobierno en la agenda externa. 

Entretanto, la implementación de una política 

exterior en la que las actividades que se lleven a 

cabo no sean descoordinadas, trasciende, como 

advertimos, el,· marco jurídico-formal. El peso 

específico que el Ejecutivo confiere a esa 

institución, y el grado de influencia política de la 

Cancillería, que depende del tipo de relación de 

este último con el-primero, cuentan como factores 

condicionantes que deben valorarse al analízar las 

posibilidades de hacer realidad la implementación 

de referencia. 

Interés de los legisladotes y el Sector Privado 

en la Polftica Exterior 

En el marco institucional, si bien el espacio de 

formulación y decisión en materia de política 

exterior está limitado casi exclusivamente al área 

del Ejecutivo, no menos cierto es que et Congreso,1 

amparado en las atribuciones que la Constitución 

le otorga, está formalmente 'en condiciones de 

disminuir o atemperar ese monopolio-que el Poder 

Ejecutivo posee. 

Ahora bien, aquí también advertimos que- el 

alcance del rol de las instituciones está 

condicionado al factor humano; el Congreso .J no 

escapa a esta consideración. Es notoria la taita de 

formación en materia de relaciones intemacionales 

por parte de la inmensa mayoría de los 

legisladores que integran el Congreso. Esa 

realidad se traduce en dos reaccior'l'es: desinterés 

e ignorancia en los temas de la agenda externa. 

Ello también explica el porqué tradicionalmente ha 

habido una pasividad de ese importante Poder del 

Estado frente a temas de política exterior, un bajo 

nivel de conflictividad entre el área gubernamental 



y la legislativa, aunque últimamente se ha podido 

apreciar un cambio en ese sentido. 

Abogamos no porque haya un pem,anente nivel 

de conflictividad entre las áreas ejecutiva y 

legislativa. Todo lo contrario, SE: debe fomentar la 

ampliación del Consenso interno, lo cual 

proyectaría en el exterior una imagen de 

estabilidad nuestra, a los fines de lograr objetivos 

de interés nacional en relaciones con entidades 

externas.. Lo que no convendría obtener del 

Congreso es que su rol se reduzca a la simple 

aprobación de los convenios celebrados por el 

Ejecutivo y a la mera procura de apoyo a las 

políticas trazadas por éste que pueda traducirse en 

subordinación o en acriticidad por incapacidad. 

Poder contar con el interés de los legisladores en 

la pqnderación de los nombramientos a repre­

sentantes diplomáticos, en el contenido y alcance 

de los convenios que se les somete, en la justeza 

d_e la partida presupuesta! asignada al organo en­

cargado de las relaciones exteriores es lo mínimo 

exigible a ese importante Poder del Estado. 

En lo concerniente al sector privado, concreta­

mente de los empresarios, dada la importancia o 

prioridad de los temas económicos en la agenda 

externa, abogamos por que se abran al mismo 

canales de participación más efectivos que le den 

acceso a las decisiones que les afectan o 

conciernen, lo que podría contribuir a fortalecer el 

consenso interno necesario para los objetivos de la 

agenda exterria. Aunque en ciertos esquemas se 

ha podido apreciar un mayor activismo o iniciativas 

de algunos componentes de ese sector, el alcance 

sigue siendo relativamente limitado. Algunas de las 

consideraciones que formulamos a los sectores 

que conforman la burocracia estatal -carencia .de 

visión global de la problemática externa- valen 

también para este sector. 
I• 
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INTRODUCCION 

Una de las promesas no cumplidas de la 
democracia dominicana es la de dotar a la 

. ' 
sociedad de una judicatura independiente y eficaz. 
Debe hacerse la aproximación a las causales .de 
ese déficit y sugerir las estrategias y políticas, a 
corto y mediano plazo, a fin de formular un plan de 
acción para superarlo como propósito del presente 
ensayo. 

De manera previa y sin festinar el aspecto 
técnico legal de nuestra propuesta nos 
permtiremos desarrollar tres perspectivas que 
consideramos que deben servir de orientación a la 
reforma judicial. 

PRIMERA PERSPECTIVA: 
TEORIA DEL ESTADO Y PROCESO DEL 
PODER 

La democracia está caracterizada por un 
conjunto de reglas que establecen quién está 
autorizado a tomar las decisiones colectivas y con 
qué procedimientos; la regia fundamental de la 
democracia, es ,la regla de la mayoría; pero a esta 
mayoría que decide, se le depen garantizar los 
derechos de libertad, de expresjón, de reunión, de 
asociación, y otros de igual naturaleza. Derechos 
sobre cuya base ha nacido el Estado liberal y se 
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ha construido la doctrina del Estado de Derecho. 
O~ ello se desprende que el Estado liberal es el 
presupuesto, no sólo histórico, sino también 
jurídico del Estado democrático. 

Del 1961 hasta la fecha, hemos venido en­
~yando la factibilidad de una democracia "a la 
dominicana", pues arrastramos todo un lastre 
pesado de 'caudillismo, presidencialismo, "dedo­
cracia", clientelismo político, corrupción, entre otras 
rémoras al desarrollo institucional. 

En esta búsqueda democrática, el Poder Judicial 
como control inter-órgano de los ot1ros poderes 
Legislativo y Ejecutivo, juega un papel prepon­
derante e~ el proceso democrático. Por un lado, 
los tribunales tienen derecho a supervisar y com­
prooar la coñ~ordancia de las acciones del Poder 
Ejecutivo con su base legal y a declarar nulos 
los actos de la administración que no hatan 
sido dictados conforme a la ley, lo cual es el 
principio de la legalidad administrativa con­
sagrada· en el inciso 52, art. 8 de la Consti­
tución Dominicana. Por el otro, existe la com­
petencia judicial para el control de la constitu­
cionalidad de las. rlormas emitidas por el 
Gobierno y el c·ongreso (art. 67, inciso 12 y 
art. 46 de la Constitución dominicana). 

SEGUNDA PERSPECTIVA: 
LO ONTOLOGICO DE LA NORMATIVA 

Un análisis axiológico de las reglas dominicanas, 
muestra un desfase entre la norma escrita y la 
realidad. Una norma es lo que los detentadores y 
destinatarios del poder hacen de ella en _ la 

-práctica; para que sea viva no es suficiente que 
sea válida en el sentido jurídico, para ser real y 
efectiva tendrá que ·ser observadá fielmente por 
todos los ihteresados, 'de lo contrario carecería-' de 
realidad existencial y el traje colgaría durante cierto 
tiempo en 'el armario y será puesto cuando el 
cuerpo nacional haya crecido, por ejemplo la ley 
14-94, del año 1994, mejor conocida como el 
Código del Menor. 

De este abismo existente entre el mecanismo de 
la ley y la realidad de los destinatarios del poder, 
se deducen dos conclusiones poco satisfactorias: 
la masa de la población es extraña a los 
detentadores y a las instituciones del poder 
instituido; desconfiando de los gobiern_os y su 
pretenciosa burocracia, del Poder Legislativo, de 
sus litigiosos y egoístas partidos, de los tribunales 
y de sus jueces. 

En otro orden, las pretensiones ideológicas 
-sobre todo, proclamadas en la Constitución- y_ las 
insufic_iencias de la vida diaria de las masas, 
incrementa en éstas' la tentación de escapar de la 
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"libertad" de un orden jurídico que no puede 
satisfacer sus necesidades, para caer en las 
panaceas escatológicas de las flautas de los 
cazadores de ratas. 

Conscientes de que la administración de justicia 
efectiva y eficie,:¡te es mucho más que un asunto 
reflejo de los valores y prioridades de la sociedad 
como un todo, consideramos que si las personas 
no esperan mucho ·de su sistema de justicia; los 
líderes políticos que han ·elegido·tampoco le darán 
alta prioridad: la educación cívica popular es el 
mejor garante de las r13formas. ~ 

Si los líderes políticos no invierten recursos, . el 
' 1 

sistema no podrá funcionar bien, y el público no 
esperará mucho de él: Romper ese círculo vicioso 
y lograr un dinamismo entre los tres elementos a 
saber: de las expectativas populares, la voluntad 
política y la competencia profesional y técnica 
sigue siendo un de~fío importante para nosotros, 
los reformadores. 

Aquí hago una cr_ítica y es que muchas veces 
hemos dejado la iniciativa de la reforma a la 
intromisión externa, inclusive permitiendo que 
muchas de nuestras nuevas codificaciones sean 
hechas por extranjeros en un lenguaje extraño a 
n!,lestra tradición jurídica; limitándose el Congreso 
a legitimarlas convirtiéndose en legislaciones 
-poco sostenibles- extraídas de modelos 
i~apropiados, acogidas de manera acrítica, sín ser 
siquiera capaces de tropicalizarlas, dando lugar a 
un colonialismo jurídico. 



Esto no quiere decir que no estemos de acuerdo 
con la colabor.ación internacional, la consideramos 
necesaria y valoramos los aportes en lo que a me­
joramiento de la administración judicial se refiere; lo 
que no aprobamos, son los injertos y sustituciones 
legislativas asumidas de manera festinada. 

TERCERA PERSPECTIVA: 
LO SOCIOLOGICO Y LA CONDUCTA 
DESVIADA 

En ·una sociedad que ha sustituido el ser por el 
tener, es decir, el canje de la persona y sus 
cualidades por la cantidad de dinero y cosas que 
posee y que estimula de manera permanente el 
egoísmo, desmembrando los vínculos y relaciones 
comunitarias; haciendo del hombre un guerrero 
ante sus semejantes, en desprecio franco de los 
valores morales y de los valores de la legalidad. 

Tal realidad,no está basada en la meritocracia, o 
sea la distribución de las funciones sociales en 
base a los talentos naturales;. produciéndose una 
obstaculización en la circulación de las élites 
creando una gran patología social. Si a esto 
adiéionamos el estado anómico que se manifiesta 
en un síntoma de disociación entre las 
aspiraciones culturalmente prescritas y los 
caminos socialmente estructurad9s para llegar a 
dichas aspiraciones, en la realidad social domi­
nicana nos c9nduce a una conducta desviada e..n 
masa que t iene su origen en la estructura social, 
ya que el actual estado patológico de nuestra 
nación, se debe a que le da una gran importancia a 
la riqueza como símbolo fundamental de éxito: 
"Hijo. hazte rico ·honradamente, pero si no 
puedes hazte rico", sin una importancia pro­
porcionada a las vías legítimas por las cuales 
avanzar hacia esta meta (la riqueza). Entonces, el 
individuo que no puede lograr la meta por las 1.'.Ías 
regulares - en este caso el éxito monetario-­
recurre a medios irregulares e ilegítimos (estafa, 
narcotráfico, robo, etc.) entre otras conduetas 
dolosas. 

Conside,ramos que estas tres perspectivas -de­
ben servir de telón de fondo. Son las causales fun­
damentales para orientar el plan de acción t,;e la 
Reforma para el mejoramiento de la administración 
de los valores; ya que de nada importa tener 
buenas legislaciones e instituciones, si los actores 
encargados de poner a funcionar el sistema no lo 
hacen. 

Generalmente nos equivocamos y se eligen para 
dirigir el sistema personas permeadas por esos 
desvalores, olvidando que un juez es como un 
semi-dios, ya que tiene la delicada función de 
juzgar a los demás y decidir sobre dos de los 
bienes más preciados del hombre, la libertad y · el 
patrimonio; no olvidemos a Aristóteles en la Etica A 
Nicómaco, donde afirma que ir "al juez es ir a la 
justicia". Somos de opinión que todavía tenemos 
ingentes reservas de moralidad que no se han 
dejado corroer por el alud de oro que pretende 
subvertir los cimientos morales de nuestra 
sociedad. Busquémoslo y los encontraremos para 
administrar de manera independiente y eficiente el 
sistema de administración de justicia en nuestro 
país. 

RECLUTAMIENTO Y NOMBRAMIENTO DE LOS 
JUECES.PROPUESTAS 

•La designación de manera urgente, de todos los 
miembros del Consejo Nacional de la .Magistratura. 

•La creación de un reglamento para establecer 
el funcionamiento y los procedimientos del Consejo 
Nacional de la Magistratura. 

•Para evitar que se impongan en el nombra­
miento de los jueoes de la Suprema .Corte de 
Justicia, criterios que no obedezcan -en sentido 
estricto- a la honradez, laboriosidad y capacidad 
de los jueces, sugerimos una gran movilización de 
todos los sectores de la sociedad, sobre todo a los 
vinculados con el quehacer ' jurídico (Colegio de 
Abogados, Asociaciones de Abogados, Facultades 
Jurídicas de las diversas universidades, Organiza­
ciones no Gubernamentales (ONG'S). 



•Tomando en consideración la situación ac.tual 
de la judicatura dominicana, los jueces de la 
Suprema Corte de Justicia que nombre el Consejo 
Nacional de la Magistratura, no serán egresados 
de la Escuela Nacional de la Magistratura; 
propugnamos que los demás jueces lo sean, por lo 
tanto la nueva Suprema Corte de Justicia, previo 
concurso y una vez creada y en funcionamiento la 
Escuela nacional de la Judicatura proponemos que 
~e manera transitoria- se otorgue -un plazo de 
tres a cuatro años, para elegir a todos los demás 
jueces y que durante ese tiempo la Nueva 
Suprema Corte de Justicia se aboque a un proceso 
de profilaxis jurfdlca, imponiendo la disciplina y el 
respeto én el poder judicial al tiempo de expulsar 
del sistema de la administración de justicia a los 
jueces, funcionarios y empleados que no cumplan 
con los requisitos de honestidad1 laboriosidad y 
capacidad; esta medida pasa necesariamente, por 
el conocimiento de los juicios disciplinarios 
pendientes, con estricto apego a la ley, la justicia y 
libre de t_odo criterio político-partidario. 

•Que se apruebe el anteproyecto de Ley de 
Carrera Judicial, como complemento del Consejo 
Nacional · de la Magistratura e imprescindible 
instrumento jurídico para el idóneo funcionamiento 
del Poder Judicial. 

•La urgente y necesaria creación de la Escuela 
Nacional de la Judicatura. 

•Llamar la atención a toda la sociedad de que la 
Suprema Corte de Justicia que se va a nombrar 
será ad-vitem (de por vida) y que tendrá sobre sus 
hombros elegir a todos los demás jueces del tren 
judicial; no podemos damos el lujo de equivo­
carnos; tenemos que elegirla, con la condición de 
que la misma sea paradigmática. 

AUTONOMIA ADMINISTRATIVA Y PRESU­
PUESTARIA DEL PODER JUDICIAL. PRO­
PUESTAS 

-Oue se aplique la autonomía administrativa y 
presupuestaria del Poder, Judicial, debido a que 

toda reforma debe pasar primero por la económica 
que le dé apoyo y sustentación con los recursos 
necesarios. 

-Oué se irncoen los recursos pertinentes contra 
los funeionarios que violen la Constitución y la Ley 
de Presupuesto en relación a las partidas 
consagradas al Poder Judicial a fin de sancionar 
las ilegalidades de la administración, sean éstos de 
carácter administrativo, como son los recursos en 
reconsideración y el jerárquico; o de carácter 
jurisdiccional, como sería el recurso por exceso de 
poder, por violación a la ley. 

•Debemos oponernos a una tal negociación 
entre la Suprema Corte de Justicia y el Gobierno 
en desconocimiento franco de la Constituc ión y las 
leyes,_ por considerar que los derechos constitu­
cionales, no dében ni pueden ser, negociados. 

•Transparencia en el manejo del presupuesto. El 
pueblo dominicano, incluyendo a los miembros de 
la judicatura no sabe - a seis meses de estarse 
ejecutando el· presupuesto para este año- a cuánto 
asciende el monto, que mensualmente recibe la 
Suprema Corte de Justicia para el Poder Judicial, 
lo cual es objeto de . todo ' tipo de conjeturas y 
especulaciones; pero que - por falta de material 
gastable y la no puesta en funcionamiento de 

varios tribunales creados por falta de dinero- para 
nombrar el personalcf e apoyo y la precariedad, en 
que se desenvuelve este Poder, presumimos que 
no debe pasar de quince (15) millones de los 
veinte y cinco (25) que legalmente debe entregar la 
Oficina Nacional de Presupuesto al Poder Judicial; 
esto nos lleva a la lamentable conclusión de que 
del presupuesto aprobado -de 1 .11 % . o sea 
RD$303,330,390.00 del Presupuesto General de la 
Nación y lo más que se ejecutará será, siendo 
optimista, unos RD$180,000,000.00 (60%). Parece 
ser que no llegaremos al récord, de ejecutar un 
presupuesto superior al 1% para uno de los tres 
poderes del Estado. 

•La aprobación del Anteproyecto de Ley sobre la 
Admini~tració.n Presupuestaria del Poder Judicial y 
hasta tanto se logre dicha aprobación se elabore 
un reglamento al respecto en el cual se haga 



constar que la Suprema Corte de Justicia estará 
obligada a: a) rendir un informe mensual 
detallado de los ingresos y gastos del Poder 
Judicial, informe que deberá ser publicado en un 
periódico de circulación nacional; b) realizar y 
hacer publicar una auditorfa externa semestral 
sobre el manejo del presupuesto del Poder 
Judicial; c) someter a concurso todas las 
construcciones y reparaciones de locales por 
encima de un monto determinado; así como la 
compra de materiales y equipos. 

•Preparar con antelación el presupuesto para el 
año 1997 y tratar de que el Poder Ejecutivo lo 
someta al Congreso Nacional para su aprobación 
sin hacerle modificaciones. 

•la. aprobación de un presupuesto para el Poder 
Judicial igual al 6% del Presupuesto General de.·ta 
Nación. 

-Crear un mecanismo de sanción penal que 
asegure el fiel cumplimiento de las asignaciones 
contempladas en la ley General de Ingresos y 
Gastos Públicos. 

CORRUPCION E IMPUNIDAD EN LA JUDI­
CATURA. PROPUESTAS 

•El cumplimiento por parte de todos los fun­
cionarios públicos, entre ellos los jueces, de la Ley 
No. 82 del 16 de diciembre de 1979 (Gaceta Oficial 
No. 9518), que los obliga .a levantar un inventario 
detallado, jurado y legalizado ante notario, de los 
bienes que constituyen su patrimonio, dentro del 
mes de su toma de posesión cuya sanción al no 
cumplimiento de esta obligación es el no pago de 
su sueldo. Es saludable destacar que esta ley en 
su art . 6 establece "una presunción de ilicitud" 
al establecer "las adquisiciones de bienes efec­
tuadas por un funcionario que no hubiera hecho el 
inventario, serán consideradas ilícitas con todas 
sus cpnsecuencias, hasta prueba en contrario". 
De modo que es al juez a quien corresponde 
destruir esa presunción legal, mediante la prueba 
en contrario. 

•Aplicación .del Código de Conducta para 
funcionarios encargados de haGer cumplir la ley, 
aprobado el 17 de diciembre de 1979 por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, 
adoptada por la ,. Res. 34/169 y ratmcada por 
nuestro Congréso por la ley 672 del 19' de julio del 
año 1982 (Gaceta Oficial No. 9591 ). 

•Aplicación de la Convención lnteramericana 
para prevenir y sancionar la tortura a los presos, 
suscrita y ratificada por la República Dominicana 
mediante resolución 60-86-19 promulgada el 11 de 
noviembre del año-1986 (Gaceta Oficial No. 9698). 

•Respeto y cumplimiento de la. Ley 821 de 
Organización Judicial, del 21/11/1927 que crea 
todo un régimen disciplinario, con sanciones que 
van desde la admonición hasta la destitución 
pasando por la suspensión de los jueces, 
abogados, alguaciles, notarios y agrimensores. 

•Aplicación por parte del Tribunal· Disciplinario 
del Colegio de~ Abogados de los Decretos Nos. 
1289 y 1290, ambos de fecha 2/8/83, que ra­
tifican el estatuto orgánico del Colegio de Abo­
gados, como el Código de Etica Profesional, 
aprobados. por la Asamblea del Colegio, el cual 
establece una serie de sanciones contra los 
abogados con Jptos. 

•Aplicar en caso de violaciones, las sanciones 
establecidas en el Código Penal a los funcionarios 
públicos que cometan los delitos de cohecho, 
prevaricación, soborno, concusión, entre otros. 

•Modificar el art. 505 del Código de 
Procedimiento Civil, de manera que las partes 
puedan demandar en daños y perjuicios al juez 
que ha fallado en su contra cometiendo una falta 
profesional inexcusable. 

•Evitar la privatización de lo público. Es 
inaceptable que algunos registradores de títulos 
con el apoyo de asociaciones de abogados, cobren 
determinadas . tarifas para expedir títulos, 
cometiendo el delito de concusión. 

•Que la Suprema Corte de Justicia decida los 
juicios disciplinarios-sometidos a su jurisdicción. 

•Que la Suprema Corte de Justicia asuma la de­
fensa frente a los detractores gratuitos de los 



jueces, fuocionarios y empleados serios y 
honestos del Poder judicial que han trillado un 
camino de decencia y autorespeto por el que han 
tenido que pagar un alto precio. 

-Oue dentro de la organización del ministerio 
público se creen.secciones especiales dedicadas a 
ámbitos específicos de conocimientos de delitos 
.complejos, por ejemplo la creación de una fiscalía 
general para el caso de asuntos relacionados con 
la corrupción otorgándole recursos humanos y 
materiales propios, así como una reglamentación 
general diferente al resto de sus colegas; 
quere~s llamar la atención que estas secciones 
especiales deben ser creadas con mucho cuidado 
para no quebrantar los principios de unidad y 
jerarquía que debe regir la función requiriente. 

•Lo que ha hecho falta es vocación, respon­
sabilidad y decisión para adecentar la admi­
nistración de justicia y expulsar de ella a la minoría 
que la tiene en el descrédito público creando la 
sensación de que existe una complicidad colectiva 
en todo el aparato judicial, lo que dista mucho de la 
realidad. 

PRESTACIONES COLATERALES AL SALARIO 
EN EL CONTEXTO INFLACCIONARIO E 
INDEXA TORIO. PROPUESTAS 

•Un aumento general de salarios de ·por lo 
menos un 100% en el Poder Judicial que le 
permita al magistrado y al personal de apoyo 
dedicarse a tiempo completo a satisfacer oon 
eficiencia y honestidad, la delicada función de 
dirimir los conflictos sometidos a su consideración 
y de sancionar los hechos probados punibles. 

•Insertar en el Anteproyecto de Ley de Carrera Ju­
dicial la eva/uaci6n curricular y un escalafón, en 
función de méritos e ingresos que premie a los más 
honestos y eficientes y el reconocimiento a una serie 
de ingresos colaterales; que no son más que bienes 
en especie o servicios complementarios del salarjo 
protegido die las fluctuaciones monetarias. 

Estos incentivos crean a nivel psicológico amor 

por la función, ya que las seguridades que 
diferencian y especializan ,la función, aumentando 
con los extras, el poder real de compra de bienes y 
servicios. 

Estos beneficios colaterales a que aspiramos y 
consideramos indispensables; desde hace tiempo 
se lo brinda el sector privado a trabajadores y 
empleados, en empresas de cierto nivel. Estos 
beneficios colaterales serían: 
· a) La creación de cooperativas, como meca­
nismos alternativos para enfrentar la carestía de la 
vida, de manera colectiva (supermercados, farma­
cias, por ejemplo) para todos los magistrados, re­
presentantes del Ministerio Público y auxiliares de 
la justicia (abogados y alguaciles) y personal de 
apoyo: secretarias, mayordomos, mensajeros y 
afines. 

b) Adquisición de un vehículo asignado para el 
cargo con placa oficial, para todos los magistrados 
independientemente de la categoría, ya que el 
mismo es un elemento vital para la adquisición de 
informaciones relativas de su trabajo y que suplen 
necesidades de superación. La adquisición puede 
ser por exoneración y por leasing comercial bajo la 
garantía del Estado. 

c) Vivienda adecuada al cargo y al status de la 
función del magistrado, hay que reconocer que 
actualmente se han concedido apartamentos a 
algunos magistrados pero de manera selectiva, 
debería ser una conquista del sector; pero no para 
los individuos que fungen corno jueces, sino para 
la función; y en caso de jubilación o cesación en el 
servicio por causa justificada debe ser donada al 
funcionario. 

d) Seguro médico: ampliación de la cobertura 
actualmente vigente. 

e) Seguro de· vida y accidentes: éste debe 
completarse con una póliza preferencial para los 
jueces que corren mayor riesgo en el ejercicio de 
sus labores. 

f) Educación gratuita para los hijos y 
dependientes: El recurso más importante de la 
sociedad moderna es la educación, los hijos de 
profesionales aspiran a ser profesionales; todos 



conocernos lo costosa de la educación en todos 
los niveles, la cual consideramos . que es 
incosteable c9n ~uestro salario. para nadie es un 
secr!3to que el Estado subvenciona . colegios y 
universidades, por lo que debería como 
contrapartida exigirles becas para los hijos de los 
magistrados. Esto siempre y cuando las escuelas 
públicas no jueguen su rol SOGial. 

Otras prestaciones colaterales podrían ser: 
asignación {Je gasolina, pago de alg~nos servicios 
(agua, energía), seguridad de acuerdo a la 
categoría (prot~ci6n policia~. 

Estas aspiraciones no son una quimera, ni una 
utopía, si en verdad queremos una sana 
administración de justicia que garantice el estado 
de derecho, la democracia y la justicia SQGial, 
debemos dotar a quienes tienen la [esponsabilidad 
de aplicar la ley de condiciones de vida decente. 

Con capacidad de hacer respetar a los demás 
poderes (Ejecutivo y Legislativo) el principio de 
legalidad: premisa sine qua non de todo Estado 
moderno. 

Con sólo indicar un 6% del presupuesto actual 
de la nación se podría cumpilr con todas estas 
necesidades del Poder Judicial. 

PUNTOS A CONSIDERAR EN EL MARCO 
DE UNA REFORMA JUDICIAL. MATERIA 
COMERCIAL 

Jurisdiccional 

1. Conferirle un qarácter colegiado al Juzgado de 
Primera Instancia, habida cuenta de qu~ se trata 
de una jurisdicción de derecho común, creando 
una Cámara Comercial, · para conocer limitativa­
mente las contestaciones vinculadªs con la 
actividad comercial. 

2. Reform¡;u el marco normativo y operativo del 
Registro mercantil, a fin de que éste pueda ser 
llevado y tenido por el Secretario General de la 
Cámara Comercial del Juzgado .de Primera 
Instancia; abrir el Registro Mercantil a las 

inscripciones y/o registro de todos los actos 
judiciales o extrajudiciales nacidos de la actividad 
comercial. Dotar al Secretario de la Cámara de 
todas las atribuciones admin[strativas ligadas al 
comercio. 

Legislativo 

1. Modificar el régimen de quiebra, simpli­
ficando sus tramitaciones, a fin de garantizarle a 
los acreedores del comerciante quebrado, un pro­
cedimiento de ejecución colectivo más expedito. 
Permitir, en el marco de la reforma propuesta, una 
mora legal que le permita al comerciante 
quebrado, la continuación de sus operaciones 
comerciales, bajo la f iscalización del Sindico, en 
interés de brindarle la oportunidad a la empresa 
de rehabilitarse financieramente y salvaguardar 
así la estabilidad del empleo, como prioridad 
social. 

2. Dotar de un estatuto jurídico especial al fondo 
de. comercio que permita normar todas las 
operaciones que puedan realizarse sobre el 
mismo, como la venta, locación-gerencia, aporte 
en naturaleza a una sociedad comercial y 
constitución P.n prenda. Esto así, por el notable 
crecimiento y expansión que han experimentado 
las explotaciones comerciales en las últimas dos 
décadas. 

3. Organizar y estructurar un régimen legal 
autónomo para los arrendamientos comercia­
les, cónsono con la reforma relativa al fondo de 
comercio, que le permita al comerciante que crea 
una clientela en un local comercial explotado a 
título de arrendamiento, gozar de un régimen de 
protección ante las acciones en desalojo, sin 
compensación, que puedan incoar los propietarios 
de los inmuebles. 

4. Crear un estatuto legal de protección a la 
competencia comercial, que consagre sanciones 
a las prácticas, usos y maniobras de concurrencia 
desleal. 

5. Establecer un marco normativo que regule las 
prácticas monopólicas del mercado y dumping. 



6. Adecuar nuestra legislación sobre propi9dad 
Industrial a las nuevas tendencias del comercio 
internacional, especialmente la relativa a la Ley·de 
Patentes de Invención. 

7. Ampliar el régimen ·normativo de las so­
ciedades comerciales para que alcance a las 
operaciones de liquidación y partición del pa­
trimonio social, dada la precariedad legal que 
existe en esta fase de· la • vida corporativa y las 
importantes consecuencias fiscales que . implican 
tales operaciones. 

8. Modificar las regulaciones que en materia de 
comercio marítimo consagra el Código de 
Comercio para sintonizarlas con las normas 
contenidas en las Convenciones Internacionales, 
aún no suscritas por el país. 

9. Establecer, mediante disposición legal, un 
régimen distinto a las tasas de interés comercial. 

1 O. Crear un régimen de prescripción especial 
para los actos de comercio y ampliar el espectro 
legal de operaciones reputadas como comerciales. 

11 . Derogar el anacrónico e infuncional régimen 
de publicidad matrimonial para los comerciantes, a 
fin de que ·este requisito quede incorporado a las 
menciones publicitarias que deben inscribirse en el 
registro mercantil de comerciantes. 

12. Estatuir condiciones mínimas para regular 
las operaciones del llamado sector informal o de la 
microempresa, con lo que se permitirá una mayor 
estabilidad! al sistema: 

PUNTOS A CONSIDERAR EN EL MARCO DE 
UNA REFORMA JUDICIAL. ·MATERIA LABORAL 

Que se acojan las propuestas de reforma al 
nuevo Código de Trabajo (Ley 16-92 de fecha 29 
de mayo de 1992), las cuales fueron discutidas y 
aprobadas en los seminarios celebrados en fechas 
noviembre 1994 en San Pedro de Macorís y abril 
del 1995 en San José de las Matas; bajo los 
auspicios de la Secretaría de Estado de irabajo y 
de su Secretario de Estado Rafael Alburquerque, 
donde participamos jueces, jus-laborialistas y 

personal administrativo y técnico de esta 
Secretaría. 

Esta propuesta de reforma suprime, modifica y 
agrega algunos artículos al Código Laboral, sobre 
todo en lo relativo al procedimiento y a las 
ejecuciones laborales. Como por ejemplo, la 
modificación del art. 539 -que actualmente 
establece "que la sentencia de loa Juzgados de 
Trabajo en materia de conflicto de derechos será 
ejecutoria a contar del tercer día de la notif(cación, 
salvo el derecho de la parte que haya sucumbido 
de consignar una suma equivalente al duplo de las 
condenaciones pronunciadas". En relación a este 
artículo el proyecto de reforma propone la 
siguiente modificáción: "La sentencia de los 
Juzgados de Trabajo en materia de conflicto de 
c:Jerecho serán ejecutorias a contar del décimo día 
de la notificación, salvo el derecho de la parte que 
haya sucumbido de consignar una suma 
equivalente al 25% de las condenaciones 
pronunciadas". 

La modificación al Art. 479 para que de acuerdo 
al Proyecto de Reforma se lea: "La ausencia de 
uno o de ambos vocales comprobada por el juez o 
los jueces no invalida la constitución del tribunal, el 
procedimiento y la sentencia". 

EL CODIGO .DEL MENOR (LEY 14-34). 
PROPUESTAS DE REFORMA 

-Corregir vía legislativa aspectos propios y 
elementales de la técnica jurídica. Ejemplos, 
incriminar penas de 6 meses a 2 años de 
detención. Tal situación evidencia un total 
desconocimiento de la clasificación tripartita de las 
infracciones y las penas sancionadas en nuestro 
Código Penal. 

•Urge abocarse a introducir un proyecto de ley 
que deje solucionado de modo -por lo menos 
provisional-,, el problema de la competencia de los 
tribunales llamados a conocer de la materia propia 
del señalado Código. 

La festinada seudo solución legal, que pretendió 



darle nuestra Suprema Corte de Justicia, con la 
aprobación de. la Resolución de fecha 29 de junio 
de 1995, mediante la cual •se le otorga 
competencia a los Juzgados de Primera Instancia 
en atribuciones civiles para conocer de los asuntos 
relativos al citado Código, no es la mejor y 
saludable decisión, pues entraña .un manifiesto. 
contenido inconslitucional. 

Hasta tanto se apruebe la anhelada Ley de 
Carrera Judicial, la Ley que instituya la Escuela ,,. 
Nacional de la Magistratura y se termine· de 
constituir el Consejo Nacional de la Magistratura, y 
se designe la nueva Suprema Corte de Justicia, 
eslabones institucionales indispensables para una 
operativa y eficiente Reforma Judicial, debe ser: 
mediante ley vqtada, que se otorgue competencia 
provisional a los señalados tribunales de Primera 
Instancia, así como a las actuales cámaras civiles 
de las actuales Cortes de Apelaciones del país 
para que conozcan en primer y segundo grado de 
todo lo que atañe a la materia de la especie. 

•Se, debe cuanto antes crear una comisión de 
juristas nacionales que se encargue de la revisión 
en cuanto a la forma y el fondo del teX1o del 
Código de marras lo que nos conlleva a hacer la 
reforma de la reforma, de modo que se pueda 
preparar un anteproyecto de ley tendiente a 
corregir los errores que éste conserva, tal vez, por 
la prisa con que éste se aprobó o el marcado énfa­
sis social que se le pretendió brindar, dada la sui 
generis materia que está .. lla11J9do ~ reglamentar. 
En especial me permitCksugetír que se haga hin­
capié, en: la Sección II y siguientes, del Capítulo 
111 , del Título II de su Libro Primero, respecto a la 
Prueba de la Filiación; la Sección V de igual 
Capítulo, Título, y Libro sobre De la Adopción; Del 
Título 11, Capítulo IIJ, del Libro Segundo, sobre Los 
alimentos; y del Título 11, Capítulo 1, de su Libro IV; 
sobre De los Crímenes y las Infracciones. 

•Dada la motivación precedente, igual revisión 
debe realizarse en cuanto al Reglamento para la 
aplicación del referido Código, de reforma que el 
mismo exprese de· modo fiel los cambios 
propuestos al Código de que se trata. 

•Se debe hacer un esfuerzo en aras de ampliar 
la cobertura del Código de la especie, de modo 
que se denomine como sucede ya en otros países, 
antes que del menor, de la Familia,. puesto que, 
una buena parte de las disposiciones que éste 
contiene hoy, guardan relación más que con el 
menor propiamente dicho, con la vida familiar. 

Finalmente, soy de opinión que el mayor 
esfuerzo que se debe realizar en la materia de la 
especie, lo debe hacer el Estado, en aras de 
garantizar de modo efectivo y cierto el debido 
respeto a los derechos y libertades que él asumió 
la obligación de garantizarle a nuestros menores, 
al votarse dicho Código. 

En caso cqntrario, el Código de Protección de 
Niños, Niñas y Adolescentes seguirá siendo una 
positiva utopía legislativa, más pendiente de 
cristalización fáctica. 

PROPUESTAS RELATIVAS AL 
MIENTO Y UBlCACION DEL 

FUNCIONA­
MINISTERIO 

PUBLICO EN LA REPUBLICA DOMINICANA 

a), Organizar los cuerpos del Ministerio Público 
en forma autónoma del Ejecutivo o como 
organismo autónomo dentro de la rama judicial del 
Poder Estatal, con un estatuto que garantice el 
nombramiento, promoc1on y estabilidad en 
condiciones análogas a la de los jueces. 

b) Crear una Fiscalía General Especial de la 
República Dominicana con atribuciones especí­
ficas en lo relativo a los crímenes de corrupción 
administrativa (y conexos) y el crimen del 
narcotráfico. 

e) Formar organismos puramente técnicos de 
investigación, dependientes del Ministerio pú­
blico, que integren una Policía Técnica Judicial, 
frente a los cuales el Ministerio público pueda: 
asignar tareas, recibir informes inmediatos rela­
tivos a las personas capturadas o detenidas; 
promover las investigaciones disciplinarias por 
irregularidades, en que incurran los funcionarios de 
la Policía Judicial y, en general, vigilar de manera 



directa y permanente todo el desarrollo y 
resultados de las indagatorias preliminares, con 
especial énfasis en la legalídad de las actuaciones 
y el respeto de los Derechos Humanos. 

d) Separar de modo , absoluto, en materia 
criminal y correccional, la Policfa Técnica Judicial 
de la Policía Administrativa, procurando que. la 
última sea limitada a los Municipios y su 
nombramiento y dirección sustentado por el 
Alcalde o Síndico, sometido al escrutinio y control 
de la Sala Capitular, con miras a evitar el de doble 
de funciones administrativas y judiciales de I actual 
Policía Nacional. 

e) Mejorar significativamente el sistema de 
salarios y seguridad social en general de sus 
Oficiales y Clases, pues con los sueldos actual­
mente existentes en dicho órgano, prácticamente 
se le conmina a las diversas y arraigadas moda­
lidades del soborno y cohecho, de manifestación 
tan usual en su seno. 

f) Ampliar los criterios de rigurosidad en la 
selección de sus potenciales miembros, así como 
en la depuración de sus actuales integrantes. 

g) Dotar a dicho cuerpo de los recursos ma­
teriales y ec0nómicos necesarios para el eficiente 
desempeño de sus funciones. Principalmente' en 
las áreas de: transportación, plantas físicas, 
informática, y equipos en general. 

h) Legitimar activamente la intervención del 
ministerio público, como parte en todos los 
procesos o procedimientos.que tengan por objeto: 
la tutela de los intereses públicos indisponibles de 
la comunidad. 

i) Coordinar la integración del Ministerio Público 
con un cuerpo multidisciplinario integrado por 
profesionales de la Psicología, Trabajo Social y 
otros, orientados a satisfacer o garantizar el libre y 
efectivo ejercicio de los derechos y aspiraciones de 
la víctima o damnificados por el delito, de 1T19do 
que por vía de la victimología, se satisfagan uno 
de los fines esenciales del proceso público. 

j) Favorecer la difusión y aplicación práctica de 
pnnc1p1os y procedimientos pro libert~rias, 
reconociendo que la libertad es la regla y la 

restricción de ella la excepción, buscando 
modalidades sustitutivas de la. prisión preventiva y 
de la pena privativa de libertad, atendiendo la 
multiplicidad de intereses envueltos. 

k) Crear y establecer los canales de 
coordinación necesarias para el funcionamiento 
real y efectivo del Defensor de los Derechos 
Humanos. 

1) Crear y establecer la asistencia del defensor 
en la etapa de la investigación o detención policial 
en la etapa de la ejecución penal, así como a favor 
de las víctimas. 

m) La creación de la Procuraduría General de 
los Derechos Humanos. 

n) En lo que se refiere al descongestionamiento 
penit~nciario conviene apuntar que es preciso 
recuperar y hacer uso de medidas discrecionales 
reguladas por la jurisdicción, tales serían: la 
celebración de acuerdos entre el Ministerio público, 
el imputado, su defensor, con o sin participación de 
la víctima, respecto de la persecución penal (Plea 
bargain); la difusión y aplicación cotidiana del 
Perdón Condicional de la pena; la Libertad 
Condicional, la Libertad Provisional Bajo Fianza y 
otras que - sin desconocer las finalidades del 
proceso penal- permitan mitigar los rigores de la 
eondena o del proceso, cuando la prisión se 
muestre ineficaz obtener los fines teóricos 
manifiestos. 

o) La acción del Ministerio Público debe ir 
dirigida a la aplicación de un derecho penal 
mínimo, garantista y que proporcione soluciones a 
las partes involucradas. En definitiva, tenemos que 
orientar nuestras instituciones, entre ellas la del 
Ministerio Público, hacia el servicio del hombre y la 
mujer, garantizando los derechos más ser;itidos de 
los asociados, tal es: el derecho de buscar la 
felicidad en un ~lima de armonía entre la Libertad 
y Seguridad. 

p) Siendo honestos la ley 224, sobre el sistema 
Penitenciario, promulgada en fecha 26 de junio del 
1984 consagra por lo menos en el papel un 
moderno y cientffico régimen carcelario, que si 
se aplica dignificaría el sistema penitenciario 



n¡3cional. Por lo tanto, en esta esfera.la solución es 
pura y simplemente procurar la aplicación efectiva 
de la ley 224. 

JUSTICIA DE TIERRAS Y REGISTRO DE 
TITULO$. PROPUESTAS 

•Procurar la sistematización de la información 
producida en la administración de justicia de 
manera general y de manera muy particular la 
relativa al Registro de Títulos, por medio de una 
computarización escalonada. 

•Descentra/izar las funciones que desempeña 
el Tribunal Superior de Tierras, de modo que una 
parte de su actividad de naturaleza puramente 
administrativa sea competencia de los tribunales 
de jurisdicciones originales de tierras del país. 

•Aplicar igual criterio de descentralización terri­
torial con fines de crear otro Tribunal Superior 
de Tierras para los 14 Distritos Judiciales que con­
forman los Distritos Judiciales del Cibao o Región 
Norte con asiento en Santiago. 

•Organizar científicamente el Catrastro 
Nacional, a base del saneamiento inmobiliario, 
con _plano de la zona urbana y de la rural. · 

•Creación de las Oficinas Técnicas de Registro 
como forma de continuar el orden establecido por el 
Sistema T orrens en nuestra Legislación de Tierras. 

•Especialización de Jos jueces en el área de 
Tierras para que haya mejor interpretación y 
aplicación científica de nuesfra Ley de Registro de 
Tierras 1542 con equidad y justicia. 

•Eliminar el viejo sistema de Registro 
Ministerial por una Oficina de Registro de 
Derechos depurados, saneados para mejorar y 
adecuar técnica ..:..y administrativamente- el 
sistema actual. 

ENSEÑANZA DEL DERECHO. PROPUESTAS 

•Es indispensable limitar con medios legales la 
masificación indiscriminada de la carrera, para que 
no degenere en fuente- de desprestigio y 
desempleo en la profesión: El "desempleado 

titulado" es un riesgo a la pulcritud y la ética del 
ejercicio profesional. 

•La enseñanza debe hacer mayor incapié en el 
manejo de los medios de prueba, en el sentido 
técnico-jurídico de carácter instrumental, la 
valorización, interpretación y evaluación de los 
indicios, sobre todo en Derecho Penal; como 
elemento esencial para manejar la modernidad 
tecnológico-procedimental, implícita en la 
actualización y elevación de la competencia 
profesional de la Policía y sus investigaciones. 

•La cátedra debe sustituirse por un sistema más 
dialógico, libre y participativo, que tomando como 
base la investigación convierta las aullas en un 
conjunto de vías excitantes al redescubrí miento de 
la verdad, no sólo de repetición y memorización 
examinista. 

•El problema ético del profesional del Derecho 
debe enfatizarse, con la amplia difusión en los 
medios de control que aparezcan luego de las 
reformas del sistema judicial , de manera que se 
devuelva la solemnidad y confiabilidad pública a la 
profesión: el Código de Etica del Colegio de 
Abogados debe ser asignatura obligatoria en los 
pensum de Derecho. 

•La elección de los candidatos para estudiar 
Derecho, además de los requisitos vocacionales 
tiene obligación de admitir un mayor conjunto de 
cualidades éticas. mediante reglament0, creado 
por el CON ES, en . función de estudios sobre 
demanda potencial y creación de plazas en el 
territorio nacional. 

•La unificación <:le los pensum de la carrera y 
fijación de un límite prudente para la conclusión de 
dichos estudios, es un elemento capital , siempre 
que no se sacrifiquen: la calidad profesional y el 
intercambio de sus experiencias con colegas 
del exterior y clientes extranjeros, en el contexto 
de la globalización y el clima atractivo para la 
captación de capitales extranjeros. 

ESCUELA DE LA JUDICATURA. PROPUESTAS 

La persecución de un fin --como insertar al juez 



en un contexto de la im'partición de justicia: ágil, 
puntual y equilibrada- requiere repensar no sólo la 
ética y operatividad de esta profesión; sino además 
una revisión a los modos de transmisión y 
producción del conocimiento especializado. 

El fortalecimiento del contacto con disciplinas 
como la Epistemologfa a partir del trabajo del 
método científico en todas las asignaturas y el 
fortalecimiento de la enseñanza de la Lógiqa, como 
asignatura, producirán a su vez: 

a) Una mayor -celeridad y equilibrio en el 
proceso de toma de decisiones, que supone 
el diseño de•las sentencias. 

b) Mayor probabilidad de revisión y adaptación 
creativa de la Doctrina y la Jurisprudencia en 
sus decisiones. 

c) Mayor objetividad, actualidad y confianza en 
el quehacer honorable del juez. 

A.1 La erase 

Renunciar y marcar una ruptura con el discurso 
memorístico, en favor de alternar la cátedra o la 
con~~rencia magistral, con actividades de diálogo 
crítico y ejercicios con casos, habrán de colocar 
al docente y al discante, en condiciones de 
participar, en la búsqueda de la verdad con las 
herramientas lógicas y metodológicas de las 
Ciencias Jurídicas. 

Para alcanzar lo sustentado en el párrafo 
anterior, es evidente que el sistema de contra­
tación de· los académicos para su ejecución, debe 
ser otro y no el de horas/docencia, por lo que nos 
inclinamos hacia .el profesor-investigador del 
derecho, contratado a tiempo completo: única 
garantía de la· retroalimentación necesaria para el 
faturo juez, y al mismo tiempo símbolo asimilable y 
perceptible por los candidatos, en dirección del 
grado de comp,:omiso y solemnidad que tal fun­
ción supondrá, no sólo en la sociedad, sino tam­
bién en su orientación y ejecución vocacional e 
individual. 

La adición de la condición de la lectura fluida en 

lengua francesa, debiera· ser un elemento funda­
mental para establecer y garantizar la competencia 
y actualización jurisprudencia! y doctrinaria del país 
cuna de nuestro ordenamiento jurídico; paralelo al 
fomento de medios de acceso de tal docu­
mentación, para estudiantes y profesores, habrá 
de plantearse la necesidad de abrir círculos de de­
bate académico, interdisciplinar, cuyo objeto habrá 
de ser fortalecer el nivel filosófico y socio-jurídico 
de la materia con la cual trabajarán y al mismo 
tiempo favorecer la adaptación y la creatividad de 
los tópicos y discursos emitidos en Francia sobre 
esta especialidad. 

A.2 La Investigación 

El diseño de un presupuesto y elección 
biblio-hemerográfica coherente, para hacer 
lograble la circulación eficaz de la información, 
desde la biblioteca; la incorporación de los au­
diovisuales, la inserción de una socialización por 
vía de la edición de las tesis de pre-grado y post­
grado, que a lcanzaren calificación de excelente, en 
esta materia, pre-calificadas por un Comité 
Nacional de Investigación Jurídica y el CONES, 
vendría a llenar las expectativas de los individuos 
vocacionalmente dotados para la investigación y 
su proyección en la .comunidad académica que re­
quiere -más que pasividad- debate para superar 
las limitaciones aca_rreadas por la aceptación 
acrítica, de resultados o conclusiones jurídicas, en 
el proceso enseñanza-aprendizaje. 

Diseñar, para los profesores y jueces en ejer­
cicio: cursos, talleres y eventos de Epistemología y 
su aplicación a las Ciencias Jurídicas y Sociales en 
el proceso enseñanza-aprendizaje. 

A.3 Extensión 

La universidad como entidad de desarrollo de la 
criticidad debe coordinar esfuerzos con esta 
escuela, no sólo para los fines docentes de 
investigación enunciados; sino además, para 
insertar el manejo del Código de Etica y la 



tecnificación de la investigación criminológica, 
criminalista y del área de victimologfa, 
contribuyendo al mejoramiento de las técnicas de 
vigilancia y prevención del delito, enmarcadas en 
el respeto a los Derechos Humanos, pero 
brindando mayor seguridad a los ciudadanos: la _ 
Policía Judicial (PJ). 

A.4 La Reválida 

La Suprema Corte de Justicia debe administrar 
un examen de reválida previo al acceso del 
exequatur para el ejercicio y el ingreso a la 
Escuela Nacional de la Magistratura. 

PROPUESTAS VARIAS 

-Crear de manera independiente el Tribunal 
Sup~rior Administrativo desligándolo de la Cámara 
de Cuentas. 

-Creación de un Tribunal Superior Administrativo 
en la ciudad de Santiago de los Caballeros, para 
tos catorce (14} Distritos Judiciales que conforman 
el Cibao o Región Norte. 

•Establecer el Ministerio del Abogado en la 
fase de la Instrucción Criminal. 

•Introducir entrenamientos periódicos para el 
Juez de Instrucción junto a la Policía Judicial, con 
ta finalidad de unificar criterios y afinar las 
herramientas de investigación. 

•Fortalecer la autoridad jerárquica del Juez de 
Instrucción como Oficial Superior de la Policía 
Judicial. 

•Que las Agencias Ejecutivas del Poder Judicial 
sean fiscalizadas por este. 

•La creación . d.el cargo administración del 
tribunal que sería beneficioso porque le ahorra 
tiempo al juez permitiéndole mejorar su 
rendimiento y calidad en materia de número de 
sentencias por mes; al tiempo de garantizar la 
modernización y agilización de los aspectos 
burocráticos, no jurisdiccionales de dichos 
tribunales. 

JURISPRUDENCIA 

Acción "ut singuli". Naturaleza 

SaC.J. 3 mayo 1985, 
B.J.894,pág.1045 

Los accionistas no pueden ejercer la acción 

oblicua del artículo 1166 del Código Civil. La 

recurrente invoca la calidad de acreedora del 

Banco de s., para ejercer la acción oblicua prevista 

en el artículo 1166 del Código Civil, así como su 

condición de accionista de dicho Banco para 

considerarse. titular de ta acción ut singuli de que 

disponen los accionistas de una compañía de 
comercio; que, sin embargo, el hecho de ser 

accionistas del referido Banco no le da la calidad 

de acreedora del mismo, ya que las acciones en 

una compañía de comercio no atribuyen a su 

propietario la calidad de acreedor; que por otra 

parte, la acción ut singuli sólo puede ser ejercida 

por los accionistas para reclamar et daño causado 

a la sociedad por las faltas cometidas en el 

ejercicio de sus funciones por los administradores 

de la misma; que, en consecuencia, ta recurrente 

carece de calidad para recurrir en casación, puesto 

que ella tampoco fue parte en el proceso de 

primera instancia. 

Considera1ndo, que la acción ut singuli es un 

tipo de acción reservada a las demandas en 

responsabilidad civil contra los administradores de 

una sociedad, por faltas cometidas en la gestión de 

los negocios; que esa acción puede ser ejercida 

por los accionistas pero en el exclusivo fin de 

obtener la reparación de los daños y perjuicios 

adeudados por los administradores; que fuera de 

esa esfera es improcedente el ejercicio de la 

acción ut singuli por los accionistas (S.C.J., 3 mayo 

1985, b.J. 894, pág. 1046). 
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  Obra donada a la biblioteca virtual de la Escuela 
Nacional de la Judicatura por la Pontificia 
Universidad Católica Madre y Maestra (PUCMM). 
   
  Esta colección contiene doctrina, legislación y 
jurisprudencia de los volúmenes históricos de la 
revista desde el año 1977 a 2015, constituyendo un 
aporte a la cultura jurídica y el estudio del 
Derecho.  
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